VERSIÓN ESTENOGRÁFICA DE LA VIGÉSIMA SÉPTIMA SESIÓN ORDINARIA DEL PLENO DEL INSTITUTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL DISTRITO FEDERAL, CELEBRADA EL DÍA 05 DE AGOSTO DE 2015, EN LAS INSTALACIONES DEL MISMO INSTITUTO.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO, COMISIONADO CIUDADANO PRESIDENTE.- Buenas tardes Comisionada, comisionados ciudadanos del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, siendo las 12 horas con 20 minutos del 05 de agosto de 2015, solicito a Mariano Fernández de Jáuregui y Rivas, encargado de despacho de la Secretaría Técnica, que proceda al pase de lista, con el fin de verificar si existe el quórum establecido por la ley para la celebración de la Vigésima Séptima Sesión Ordinaria del Pleno de este Instituto, a la cual se ha convocado.

Proceda, por favor, señor Secretario.
C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS, SECRETARIO TÉCNICO.- Gracias, Comisionado Presidente.

Procedo a pasar lista de asistencia a los integrantes de este Pleno. Están presentes los siguientes comisionados ciudadanos: Mucio Israel Hernández Guerrero, David Mondragón Centeno, Elsa Bibiana Peralta Hernández, Luis Fernando Sánchez Nava y Alejandro Torres Rogelio.

Señor Presidente, le informo que existe el quórum legal requerido para sesionar, de conformidad al Artículo 70 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, así como al Artículo 17 del Reglamento de Sesiones del Pleno del Instituto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias, señor Secretario.

En virtud de que existe el quórum legal establecido, se declara abierta la Sesión.

Comisionada y comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo de los asuntos del Orden del Día de esta sesión. Es necesario indicar que el desarrollo de la misma será de conformidad con el procedimiento establecido en el Artículo 21 del Reglamento de Sesiones del Pleno
Señor Secretario, haga favor de proceder a dar lectura al Orden del Día.

C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- El Orden del Día de esta Sesión Ordinaria es el siguiente:
I.
Lista de asistencia y verificación del quórum legal.

II.
Lectura, discusión y, en su caso, aprobación del Orden del Día.

III.
Presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acta de la Vigésima Sexta Sesión Ordinaria del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, celebrada el 15 de julio del 2015.
IV.
Presentación, discusión y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acuerdo mediante el cual se aprueba la suscripción del Convenio de Colaboración que celebrarán el Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal y el Instituto de Acción Ciudadana para la Justicia y la Democracia, A.C.
 

V.
Presentación, discusión y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acuerdo mediante el cual se aprueba la integración de la Comisión Evaluadora de la Convocatoria del Programa de Corresponsabilidad social para el fortalecimiento de los derechos de acceso a la información pública y protección de datos personales en el Distrito Federal, “Correspondes 2015”.
VI.
Presentación, discusión y, en su caso, aprobación de un Proyecto de Resolución de Recurso de Revisión interpuesto ante el INFODF, en materia de solicitudes de acceso, rectificación, cancelación y oposición de datos personales.
VII. Presentación, discusión y, en su caso, aprobación de 30 Proyectos de Resolución de Recursos de Revisión interpuestos ante el InfoDF, en materia de solicitudes de acceso a la información pública.
VIII.
Asuntos Generales.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias.

Comisionada, comisionados, está a su consideración el Orden del Día.
Si no hay comentarios, quienes estén de acuerdo, sírvanse por favor manifestarlo.
C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- Se aprueba por unanimidad el Orden del Día.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias.

El tercer punto del Orden del Día consiste en la presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acta de la Vigésima Sexta Sesión Ordinaria del Pleno de este Instituto, celebrada el 15 de julio de 2015.

Comisionada, comisionados, queda a su consideración el Proyecto de Acta, como ya lo hemos venido haciendo, finalmente las observaciones son presentadas a la Secretaría Técnica, previo al asunto.

Si no hay alguna observación, quienes estén de acuerdo con el Acta presentada, sírvanse por favor manifestarlo.
C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- Se aprueba por unanimidad el Acta de la Vigésima Sexta Sesión Ordinaria del Pleno de este Instituto, celebrada el 15 de julio de 2015.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias.

Continuamos con la presentación, discusión y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acuerdo mediante el cual se aprueba la suscripción del Convenio de Colaboración que celebrarán el Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal y el Instituto de Acción Ciudadana para la Justicia y la Democracia, A.C.
Por lo que solicito la aprobación de este Pleno para que la maestra Ana Lía de Fátima García García, Secretaria Ejecutiva de este Instituto, proceda con la exposición correspondiente.

Maestra Ana Lía de Fátima García García, tenga usted buen día, le cedemos el uso de la palabra para que pueda exponernos el convenio a aprobar por este Pleno.

C. ANA LÍA DE FÁTIMA GARCÍA GARCÍA.- Muchas gracias, muy buenas tardes, Comisionada, comisionados.

A continuación expongo el proyecto de acuerdo mediante el cual se aprueba la suscripción del Convenio de Colaboración que celebran el Instituto de Acción Ciudadana para la Justicia y la Democracia, y el Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal.

Consideraciones.

Que con base en lo establecido en el Artículo 71, fracción XVIII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal y 13, fracción XVII del Reglamento Interior, es atribución del Pleno de este Instituto la aprobación y celebración de convenios, además de implementar mecanismos de coordinación con los tres órganos de gobierno del Distrito Federal, así como a entes autónomos del Distrito Federal, entes homólogos a nivel federal y de otras entidades federativas.
Que el Instituto de Acción Ciudadana para la Justicia y la Democracia, A.C., es una asociación civil constituida conforme a las leyes de los Estados Unidos Mexicanos.

Que dentro del objeto social del IAC se encuentra a ser un referente de expertas y expertos en la sociedad civil para el desarrollo de capacidades de apoyo a la ciudadanía organizada, en la generación de políticas públicas transformadoras para el acceso a la justicia de las personas, para la prevención social del delito y para fomentar así una vida libre de violencia en el ámbito local, nacional e internacional, generando un Estado equitativo, con justicia, democracia y libertad.

Que tanto el InfoDF como el IAC tienen interés de celebrar el convenio de colaboración cuyo objeto es establecer las bases y los mecanismos de colaboración mediante los cuales se conjuguen esfuerzos y recursos, tanto materiales como humanos, con la finalidad de promover, organizar y desarrollar la cultura en materia de transparencia, acceso a la información pública, rendición de cuentas y protección de datos personales, a través de la conformación de un programa de acción, estándares, principios, capacidades técnicas, actividades de capacitación focalizada, investigación y asesoría en materia de transparencia, acceso a la información pública, rendición de cuentas y protección de datos personales, así como a otras actividades que fortalezcan mutuamente a ambas instituciones.
Que las partes establecerán las reglas y procedimientos para el desarrollo de objetivos, estrategias, metas, mecanismos, tareas y proyectos específicos, a fin de impulsar entre éstas la capacitación focalizada, investigación y asesoría continua a servidores públicos, sociedad civil, instituciones académicas y en general, a los habitantes de la Ciudad de México en materia de transparencia, acceso a la información pública, rendición de cuentas y protección de datos personales.
Puntos de acuerdo.

Primero.- Se aprueba la suscripción del Convenio de Colaboración que celebrarán el Instituto de Acción Ciudadana para la Justicia y la Democracia, A.C. y el Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, conforme al documento que como anexo forma parte del presente acuerdo.

Segundo.- Se faculta al Comisionado Presidente para que, de ser el caso, realice las modificaciones de forma convenidas con la contraparte, siempre que se respete la esencia del objeto del convenio.

Tercero.- El presente acuerdo entrará en vigor al momento de su aprobación.

Cuarto.- Se instruye al encargado de despacho de la Secretaría Técnica para que en el ámbito de sus atribuciones realice las gestiones necesarias para publicar el presente acuerdo en el portal de internet del InfoDF.

Es cuanto, señor.
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Comisionada, comisionados, está a su consideración el acuerdo que celebráremos con el Instituto de Acción Ciudadana para la Justicia y la Democracia, A.C.
Nada más informar que está, precisamente, el doctor Edgardo Buscaglia que preside este Instituto de Acción Ciudadana para la Justicia y la Democracia, A.C. y que pasaríamos, precisamente, si ustedes así lo deciden, a votarlo y a suscribirlo en un acto con la presencia del doctor Buscaglia en este recinto.
Entonces, le pediría al Secretario Técnico que haga favor de poner a consideración el acuerdo para poder aprobarlo y pasar a su suscripción.

C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- Señora Comisionada, señores comisionados, aquellos que estén de acuerdo con el Proyecto de Acuerdo mediante el cual se aprueba la firma del Convenio de Colaboración que celebrarán, el Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal y el Instituto de Acción Ciudadana para la Justicia y la Democracia, A.C., favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Hacemos un momentito de receso para que pueda venir el doctor Buscaglia y podamos suscribir el acuerdo en comento.

(RECESO)

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy buenas tardes, doctor Edgardo Buscaglia, sea usted muy bienvenido al Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos del Distrito Federal, mejor conocido como InfoDF porque es muy largo el nombre; y como decimos acá, pues es chica la casa pero grande el corazón para recibirlo.

Es un gusto, precisamente, tenerlo acá, sobre todo porque  vamos a emprender una serie de actividades que tiene que ver, precisamente, con la incidencia en la política pública, a partir precisamente de la participación ciudadana con un enfoque de acceso a información pública y de protección de datos personales.

Y que finalmente eso permita, precisamente, que en el diseño institucional que se está generando en la ciudad, pues el InfoDF y organizaciones de sociedad civil, como la que usted preside, pues sirvan precisamente para generar estos nuevos mecanismos y estos nuevos instrumentos que evidentemente son útiles para la sociedad en términos de los controles que se requieren precisamente para las instituciones.
Entonces, no sé si alguna de mis compañeros o el doctor Buscaglia haga uso de la palabra, si quiere el doctor Buscaglia y después los comisionados, comisionados presentes, para que puedan darle la bienvenida.
Por favor, doctor Buscaglia.

DR. EDGARDO ADOLFO BUSCAGLIA.- Gracias, Comisionado Presidente Mucio Hernández Guerrero, por la recepción.
Gracias Comisionada, comisionados aquí presentes, les agradezco la hospitalidad.

Estoy enormemente complacido por la invitación, es siempre un festejo para mí llegar a la Ciudad de México y a este gran país, especialmente cuando uno siente que hay algo importante qué hacer hacia futuro y este es un ejemplo de una tarea pendiente que demanda el liderazgo que ustedes ya están ejerciendo, maestro Mucio, y al mismo tiempo, invita a que un servidor y nuestro equipo pueda aportar un grano de arena para fortalecer la democracia no solamente electoralista, sino la democracia participativa, que es un elemento clave para el futuro democrático de este gran país.
La democracia participativa implica el acceso a la información, de eso no hay ninguna duda y ustedes ya vienen liderando un movimiento de acceso público a la información que pocas veces se ve en Latinoamérica; sin embargo, el acceso a la información es una condición necesaria pero no suficiente para que podamos plasmar una democracia participativa en este país.

El Comisionado Presidente, la Comisionada, los comisionados han dado muestras de comprender y de tener la vocación, no solamente para invitarme sino para que se pueda implementar un programa de auditorías sociales de presupuesto, auditorías sociales de los servicios públicos que emanan de las delegaciones y que eso implique un trabajo operativo entre grupos de sociedad civil y autoridades delegaciones.

O sea, que la sociedad civil no solamente va a acceder a la información a través del trabajo que se va a realizar a través de este convenio, sino también que la sociedad civil va a trabajar codo a codo, operativamente hablando con las autoridades de la delegación, para mejorar el abastecimiento de servicios públicos en determinadas áreas que se van a acordar en los próximos meses.

O sea, la sociedad civil no solamente va a ser un espectador demandando que el Estado le brinde servicios, sino que la sociedad civil, en esta filosofía de democracia participativa, va a estar trabajando codo a codo para mejorar el servicio público, ya sea a través de un mejor alumbrado, barrido, limpieza, lo que sea, lo que se decida hacer después a través de mecanismos de consenso.

Los grupos de sociedad civil que van a estar trabajando junto a las delegaciones, van a ser definidos en estos próximos meses, vamos a comenzar una capacitación conceptual, teórica para explicar en qué consiste esto, pero con ejemplos internacionales.

Hoy les comentaba a la Comisionada y a los comisionados, que esto lo vengo haciendo desde el año 98 en Venezuela, comenzamos a hacer estas cosas, en el 98, antes de la entrada del gobierno de Chávez donde las alcaldías venezolanas ya estaban  implementando auditorías sociales de presupuesto, o sea, delineando los presupuestos, evaluando a los proveedores del sector privado a través de mecanismos participativos, codo a codo entre funcionarios y sociedad civil.

La buena noticia es que tenemos un marco jurídico en México para empezar a hacer este trabajo, no tenemos que comenzar a reinventar la rueda, está la Ley de Participación en el D.F., siempre se puede mejorar, es instrumento jurídico como en cualquier país del mundo se puede mejorar la ley; pero ya se puede comenzar a trabajar en el marco jurídico vigente, cerrando un poco esa brecha entre la ley en los libros y la ley en acción; entonces, el trabajo nuestro va a tratar de cerrar esa brecha.

Y esto no lo podríamos hacer sin el liderazgo suyo, Comisionado Presidente, de la Comisionada, de los comisionados aquí presentes y esperemos —y acá digo esperemos con esperanza— de que las autoridades de la delegación demuestren su vocación hacia una democracia participativa en serio en el D.F. y no solamente en los discursos y no solamente en la teoría, sino en serio y ahora se va a demostrar quiénes son los que realmente tengan esa vocación a través de un trabajo codo a codo.

Esto no implica, insisto, ningún tipo de revolución social, la sociedad civil en los países como Argentina, Venezuela, trabajan, en Brasil, la experiencia de Sao Paulo que ustedes conocen, vienen trabajando hace décadas en delineaciones de presupuestos conjuntos, en evaluación de servicios públicos entre sociedad civil y gobierno, es codo a codo a codo.
Por lo tanto, no tengo palabras para celebrar esta ocasión, agradecerles muchísimo la hospitalidad y desde ya demostrarles mi entusiasmo para ponernos ya a trabajar, sin esperar mucho tiempo. ¡Felicidades!

Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias, doctor, muchísimas gracias.

No sé, Comisionada, comisionados.

Comisionado David Mondragón, por favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, no es mucho lo que tendría qué decir dada la intervención del Comisionado Presidente y la intervención del doctor Edgardo Buscaglia porque ya todo lo que ellos han dicho, hasta este momento, nos da muy bien la idea de lo que se pretende con este convenio, cuáles son sus potencialidades, cuál es su beneficio social y cuál es, incluso, parte de su marco legal.

Nos congratulamos en el InfoDF, le damos la más cordial bienvenida y agradecemos la cooperación del doctor Buscaglia y de la Asociación del Instituto de Acción Ciudadana para la Justicia de la Democracia, A. C., que es con quien vamos a firmar en principio el convenio, pero que no obsta para que ello abra una mayor participación.

Nosotros también guardamos la esperanza de que haya una respuesta de las delegaciones políticas en una primera instancia porque sin duda que, como lo hemos dicho muchas veces, pues son la instancia más cercana a los ciudadanos, son el órgano de gobierno como conjunto las delegaciones políticas que más solicitudes de acceso a la información reciben por parte de la ciudadanía y sin duda, es quien provee en el día a día del vivir cotidiano de los ciudadanos, un estándar, una calidad tanto en términos de justicia, tanto en términos de seguridad, como en términos de servicios en general, es muy, muy relevante.

Creo que el impacto que nosotros podemos esperar y al que vamos a estar abocados, empeñados y comprometidos, es de gran beneficio para la ciudadanía y aunque directamente no es, bueno, es la promoción del ejercicio del derecho, pero también paralelamente es como siempre lo hemos dicho, pues es una llave para el ejercicio de otros derechos; entonces, vamos a fomentar, vamos a capacitar en el acceso a la información pública, vamos a impulsar la transparencia, vamos a promoverla y con todo ello vamos a lograr, a través de esas auditorías sociales, que haya una mejor respuesta de las autoridades.

Y todo eso pues finalmente nos lleva a un objetivo que es compartido con todas las autoridades que es el del bueno gobierno, la gobernanza.

Y una nueva misión que en el Instituto nos hemos puesto junto con muchos órganos garantes de la transparencia y organizaciones de la sociedad civil a nivel nacional e internacional, pues es el tema de Gobierno Abierto.

Y creo que también esto que estamos firmando ahora puede ser una veta muy concreta de trabajo orientado hacia el Gobierno Abierto con las delegaciones que como, insisto, son el principal referente y el más cercano órgano de gobierno a todos los ciudadanos en el Distrito Federal.

Muchísimas gracias y enhorabuena.

DR. EDGARDO ADOLFO BUSCAGLIA.- Muchísimas gracias.
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias, Comisionado David Mondragón Centeno.

Comisionada, por favor.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Primero que nada, buenas tardes, buenos días a todos, Comisionado Presidente, comisionados, y doctor, bienvenido.

La verdad es que siempre es un placer escucharlo, tenerlo ahora en esta casa, lo hemos escuchado en múltiples foros y la verdad es que siempre es un gusto.

La experiencia que usted tiene abona para cimbrar muchas cosas con iniciativas muy enriquecedoras en diversos campos de la vasta experiencia que usted tiene en múltiples ámbitos, también.

La verdad es que, bueno, es de aplaudir su inquietud y celebrar que esté ahora con nosotros compartiendo esta experiencia de manera particular en este tema para impulsar esa evaluación y esa fiscalización por parte de los ciudadanos.

Y platicábamos precisamente hace rato, que es importante empezarnos a involucrar como sociedad para ser nosotros mismos los que hagamos ese cambio y esa necesidad de generar que el gobierno actúe, no nada más para darnos, sino para gestionar junto con nosotros en múltiples temas y ser nosotros también como ciudadanos vigilantes de muchas cosas.

La verdad es que éste es un tema que nos da mucho gusto impulsar, sabemos que es importante comenzar a generar mecanismos y herramientas que establezcan las bases para poder generar esa participación a la que queremos llegar y que éste será un buen ejercicio para llegar, llegar a ese punto y a su vez impulsar la rendición de cuentas de una manera participativa, tanto desde la sociedad como desde el gobierno y sobre todo la transparencia, que además esto abone el ejercicio de otros derechos y que sirva para fortalecer ese buen gobierno del que habla el Comisionado que me antecedió.

La verdad, igual, creo que no hay mucho qué decir, más bien hay mucho qué hacer y éste es el inicio de ese quehacer que esperamos compartir, no sólo esto, sino muchos de los demás campos con la experiencia que usted tiene. Bienvenido a nuestra casa y muchas gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias Comisionada, comisionados.

Comisionado Alejandro Torres Rogelio, por favor.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias, muy buenas tardes a todos, bienvenido doctor Buscaglia.

Yo quisiera destacar algunos puntos, creo que México y el Distrito Federal enfrentamos actualmente el desafío de reconstruirnos como sociedad en muchos ámbitos, sobre todo, el de la justicia, el de la seguridad, pero más que nada el de la democracia también y esto pasa en buena medida por las acciones que nos lleven a reconstruir también la relación entre gobernados y gobernantes.

No basta ahora que  nuestras autoridades, quienes nos representan en las diferentes instituciones públicas también, hayan accedido al cargo mediante mecanismos electorales, democracia, perfectamente regulados que se llevan a cabo con cierta normalidad, hace necesaria, creo, impulsar más la participación ciudadana, que se involucre en la acción de gobernar.

Y yo creo que es un gran acierto que se puedan establecer este tipo de colaboraciones institucionales, como el que hoy estamos celebrando entre el instituto que preside el doctor Buscaglia y nuestro Instituto, el InfoDF, para apoyar precisamente en esa reconstrucción, en esa comunicación y colaboración que debe de haber de manera permanente, pero hoy en día de manera mucho más necesaria para esta ciudad y para el país, para poder fomentar esa participación ciudadana.

Y ello necesariamente pasa,  también como dijo el doctor Buscaglia, por un tema del acceso a la información, tener información, que el ciudadano esté informado, esté involucrado, participe, colabore con el gobernante también, quien a su vez también tiene grandes retos y desafíos en materia de transparencia.

Creo que esto se hace, insisto, de manera urgente, le urge a nuestro país estas acciones concretas para poder restablecer la confianza, una relación con confianza en diversos sentidos, gobernantes, gobernados, como ya dije, pero también entre los propios ciudadanos, desconfiamos hoy unos de otros también.

No son precisamente los mejores momentos que vivimos precisamente en materia como justicia, como seguridad, por ejemplo, pero creo que también estamos en muy buen momento para tomar acciones concretas, para reconstruir esa relación, para recuperar la confianza entre nosotros.

Y creo que desde nuestros ámbitos de competencia de acciones que tenemos como ambos institutos, podemos ir haciendo esta aportación y este compromiso, creo que estamos cumpliendo en buena medida con la ciudad y con México también este compromiso.

Destaco también de manera final, pero me parece importante hacerlo, el trabajo del doctor Buscaglia quien tiene un amplio y muy exacto conocimiento de la realidad que pasa México y la Ciudad de México en todos estos temas.

Pero sobre todo, a mí lo que siempre me llama la atención cuando lo escucho en sus análisis, la capacidad que tiene para ubicarlo en el contexto internacional porque los fenómenos que hoy vivimos no son aislados, no son únicos, se conectan, se relacionan necesariamente con lo que está ocurriendo en nuestra región, en Latinoamérica, por supuesto, en la relación con Estados Unidos también, de manera global en general.

Y creo que esa visión enriquece muchísimo este tipo de trabajos que son de iniciativa local y es ahí donde creo que yo que tenemos que trabajar, en la reconstrucción del tejido social en lo local y hacia a ello va esta acción y creo que es muy afortunado que tengamos la participación, colaboración del doctor Buscaglia y el Instituto que preside y sus colaboradores para poder llevarlo a cabo.
Muchísimas gracias y bienvenido también.
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias, Comisionado Alejandro Torres Rogelio.

Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava.
C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Ya casi se comentó todo, yo comenzaría con lo que terminó Alejandro, en el  tema de la confianza.

Estaba ayer leyendo unos documentos donde el nivel de confianza de los gobernantes va cada día, cada año en picada y vemos a nivel del titular del Ejecutivo, vemos el del Poder Legislativo, vemos también el del Poder Judicial, ya casi los ciudadanos cada vez creen menos, si antes creían poco, ahora creen menos.

El tema es que el ciudadano se ha hecho a un lado, el tema de la transparencia siempre es una herramienta que empodera al ciudadano, ahora con esta actividad que yo la veo, la habíamos platicado hace meses, muy buena la ruta, digamos, porque es como una parte donde al ciudadano se le va a dar una herramienta para decir, existe el presupuesto participativo, un 3 por ciento, pero no, aquí es incidir en la totalidad del presupuesto de la problemática que están viviendo los ciudadanos en su colonia; el ama de casa que no sabe a quién llamarle cuando ve un bache, cuando ve una luminaria apagada, que no funciona; el ama de casa que va al mercado y finalmente está interesada en la comida, en sus hijos, pero no sabe cómo involucrarse en la resolución de los problemas.
Yo creo que esta actividad, yo sí le llamaría revolución social en el sentido no de violencia sino más bien de incorporación de la sociedad en la decisión de las políticas públicas de gobierno.

Yo le veo, digamos, una muy buena perspectiva, ya lo comentó el Comisionado Alejandro, el doctor Buscaglia tiene mucha experiencia, tiene muchos años, tiene conocimiento y creo que este planteamiento que se hace hoy y el convenio que hoy firmamos, creo que va a ser un avance muy importante, muy importante que yo creo que todos los delegados deben considerarlo, deben entrarle a la mejora de los servicios públicos, como se comentó, a la revisión de los presupuestos, como se va a elaborar el presupuesto base cero.
Qué  realmente le funciona al ciudadano, no vamos a repetir un programa que no tiene efectos el próximo año.

Yo felicito y creo que con la firma de este convenio estamos dando un paso importante el InfoDF, y con la experiencia del doctor Buscaglia con la organización, la asociación que él preside.

Muchas felicidades.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

No sé si quiera reaccionar mi querido, doctor, así muy rápido para pasar a la firma.
DR. EDGARDO ADOLFO BUSCAGLIA.- No quiero darles mucha lata porque saben que me gusta mucho este tema, entonces, podemos seguir horas hablando sobre esto.

Agradezco muchísimo a la Institución, esto incluye a los comisionados, Presidente, pero a los y a las empleadas de InfoDF que han hecho posible mi presencia en México.

La licenciada Sagrario, la licenciada Claudia Rodríguez, todo el equipo maravilloso que me acompaña aquí, que los considero parte de mi equipo, espero que no sea una impertinencia y les agradezco mucho porque me han cuidado y me han permitido estar acá junto a ustedes viniendo de tan lejos.

Tenemos mucho trabajo por delante, uno siempre depende del liderazgo local, de ustedes, para poder hacer estos trabajos, pero ya el primer gran paso ha sido materializado, ya estamos avanzando y la semana que viene esperemos que contemos con la presencia de autoridades políticas a nivel delegación para que se hagan presentes y podamos explicar un poco en qué consiste todo esto, con ejemplos concretos y avancemos de la mano.
¡Felicidades! Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias, doctor.

Pasamos a la firma del convenio.

(FIRMA DE CONVENIO)
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Continuamos con nuestra sesión, una vez que hemos suscrito el acuerdo con el instituto del doctor Buscaglia, continuamos con nuestra sesión.
Y en el punto quinto está, precisamente, la presentación, discusión y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acuerdo mediante el cual se aprueba la integración de la Comisión Evaluadora de la convocatoria del programa de corresponsabilidad social para el fortalecimiento de los derechos de acceso a la información pública y protección de datos personales en el Distrito Federal, “Correspondes 2015”.
Por lo que solicito con la aprobación de ustedes para que el maestro Óscar Manuel Cruz Estrada, Director de Vinculación con la Sociedad de este Instituto, proceda con la exposición correspondiente.

Maestro Óscar Manuel Cruz Estrada, muy buenos días, sea usted bienvenido al Pleno, tiene usted el uso de la palabra para la exposición del proyecto de acuerdo.

C. ÓSCAR MANUEL CRUZ ESTRADA.- Muchas gracias, buenas tardes, Comisionado Presidente, Comisionada, comisionados, Secretario Técnico, con su permiso.

Consideraciones.

Que con base en lo establecido en el Artículo 71, fracciones V, XIV y XLIX de la Ley de Transparencia, es atribución del Pleno de este Instituto organizar seminarios, cursos, talleres y demás actividades que promueven el conocimiento a la Ley de Transparencia y las prerrogativas de las personas, derivadas del derecho de acceso a la información pública; implementar mecanismos de observación que permitan a la población utilizar la transparencia para vigilar y evaluar el desempeño de los entes obligados; así como a establecer mecanismos que impulsen los proyectos de organización de la sociedad civil, encaminados a la promoción del derecho de acceso a información, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables.

Que en el Acuerdo 0498/SO/08-05/2013 el Pleno del Info aprobó el Programa de Corresponsabilidad Social para fortalecer los derechos de acceso a la información pública y protección de datos personales en el Distrito Federal “Correspondes”.
Que en el Acuerdo 0539/SO/17-06/2015 el Pleno del InfoDF aprobó las reglas de operación del Programa de Corresponsabilidad Social para fortalecer los derechos de acceso a la información pública y protección de datos personales en el Distrito Federal “Correspondes” para el ejercicio fiscal 2015.

Que mediante el Acuerdo 0540/SO/17-06/2015 se aprobó la Convocatoria del Programa de Corresponsabilidad Social para fortalecer los derechos de acceso a la información pública y protección de datos personales en el Distrito Federal “Correspondes” para el ejercicio 2015.
Que las bases de la Convocatoria establece que el dictamen final y la selección de los proyectos sujetos de apoyo económico por parte del InfoDF quedarán a cargo de la Comisión Evaluadora del Programa Correspondes, y la cual específica su integración en las reglas de operación, apartado noveno, selección de proyectos y proceso de dictaminación, inciso a) de la integración de la Comisión Evaluadora, la cual estará conformada por dos comisionados ciudadanos del InfoDF y tres especialistas externos.

Que derivado de lo anterior, se propone la integración de la Comisión Evaluadora de la siguiente manera:

El licenciado Luis Fernando Sánchez Nava, Comisionado ciudadano y Presidente de la Comisión Evaluadora; el licenciado David Mondragón Centeno, Comisionado ciudadano del InfoDF; la maestra Constanza Gómez Mont Valpeoz, especialista externa; la maestra Marcia Itzel Checa Gutiérrez, especialista externa y la doctora Isabel Davara Fernández, especialista externa.
Acuerdo.

Primero.- Se aprueba la integración de la Comisión Evaluadora de la siguiente manera:
El  licenciado Luis Fernando Sánchez Nava Comisionado ciudadano y Presidente de la Comisión Evaluadora; el licenciado David Mondragón Centeno, Comisionado ciudadano del InfoDF; la maestra Constanza Gómez Mont Valpeoz, especialista externa; la maestra Marcia Itzel Checa Gutiérrez, especialista externa y la doctora Isabel Davara Fernández, especialista externa.

Segundo.- Se instruye al Comisionado Presidente de la Comisión Evaluadora, al licenciado Luis Fernando Sánchez Nava, para que con el apoyo de la Dirección de Vinculación con la Sociedad lleve a cabo las acciones necesarias para el desarrollo de los trabajos de la Comisión Evaluadora en el marco del Programa Correspondes 2015.

Tercero.- Se instruye al Secretario Técnico para que realice las acciones necesarias para la publicación del presente acuerdo en el portal de internet del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal.

Cuarto.- El presente acuerdo entrará en vigor al momento de su aprobación.

Es cuanto, Comisionado Presidente, comisionados, Secretario Técnico.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Comisionada, comisionados, está a su consideración el proyecto de acuerdo, precisamente, para esta Comisión Evaluadora del Correspondes 2015, si no hay…

Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Rápido, nada más es incorporar el dictamen de las personas que vamos a integrar esta Comisión para dictaminar.

Hemos comentado que cada vez más organizaciones de la sociedad civil se inscriben, a la fecha hay más de 60 organizaciones de la sociedad que quieren participar en estas actividades y eso es muy bueno, porque se va a ampliando las organizaciones de la sociedad civil que quieren participar en la incidencia de la mejora de los dos derechos que vela este Instituto, el de acceso a la información pública, el de protección de datos personales.

Y nos acompañan Constanza, Marcia e Isabel Davara que son personas que ya traen el tema académico, el tema intelectual que conocen del tema de derecho de acceso a la información y nos van a ayudar conjuntamente con el Comisionado David Mondragón a elegir los mejores proyectos, digamos, que no hay muchos recursos, hay muchas organizaciones, hay muchos proyectos, pero sí tenemos que tomar las mejores decisiones.

Sería cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias, Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava.

¿Algún otro Comisionado?

Nada más para insistir en que este año se presentaron, a diferencia de otros años, el mayor número de organizaciones de sociedad civil a concursar en Correspondes, más de 40 organizaciones, lo que no había ocurrido, digo, tiene una explicación multifactorial, un poco la crisis que pasa económicamente, las propias organizaciones, el tema de que hubo veda electoral y se cerraron muy pronto las ventanillas en otro lado, precisamente, para hacer proyectos.

Y un tercero que es, precisamente, también el posicionamiento que ya tiene Correspondes entre organizaciones de sociedad civil que finalmente pues ya llevamos casi nueve años generando este programa y que finalmente a lo largo del tiempo se ha consolidado ya como un mecanismo importante que utiliza sociedad civil, precisamente, para poder desarrollar una serie de programas y de acciones en donde trabajan.

Esta Comisión presidida, sobre todo, por Luis Fernando, Comisionado David Mondragón, van a tener bastante, bastante trabajo por delante.

Comisionada, comisionados, poner a su consideración el proyecto, pedirle a nuestro Secretario Técnico que lo ponga a consideración del Pleno.

C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- Señora Comisionada, señores comisionados, aquellos que estén de acuerdo con el proyecto de acuerdo mediante el cual se aprueba la integración de la Comisión Evaluadora de la Convocatoria  del Programa de Corresponsabilidad Social para el fortalecimiento de los derechos de acceso a la información pública y protección de datos personales en el Distrito Federal, “Correspondes 2015”, favor de manifestarlo.
Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Agradecemos la presencia del maestro Óscar Manuel Cruz Estrada, muchísimas gracias por su presencia.

Una vez aprobado este proyecto, seguimos con la presentación, discusión y, en su caso, aprobación de Proyectos de Resolución de Recursos de Revisión interpuestos ante este Instituto, en materia de solicitudes de acceso, rectificación, cancelación y oposición a datos personales.
Por lo que solicito, con la aprobación de ustedes, para que el licenciado José Rico Espinosa, Director Jurídico y Desarrollo Normativo de este Instituto, proceda con las exposiciones correspondientes.

Licenciado José Rico, muy buenas tardes, sea usted bienvenido al Pleno, como siempre, e iniciamos, precisamente, con el Recurso de Revisión en acceso a datos personales 035 de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal, tiene usted el uso de la palabra.

C. JOSÉ RICO ESPINOSA, DIRECTOR JURÍDICO.- Muchas gracias, señor Presidente, señora, señores comisionados, muy buen día a todos, con su venia.

El expediente que se somete a su consideración es el identificado con la clave RR.SDP.035/2015, el ente público es la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal.

Solicitud: el particular solicitó copia simple del expediente del solicitante que detenta la Dirección General del Centro de Control de Confianza dependiente de la Secretaría de Desarrollo Institucional.

Respuesta: el ente público indicó que el Centro de Control de Confianza es el responsable del Sistema de Datos Personales para las Evaluaciones de Control de Confianza y que al proporcionar la información solicitada, vulnera la seguridad pública al contener los métodos y técnicas de operación de la institución, la protección de los derechos y libertades de terceros, evaluadores y personal que labora en dicha unidad administrativa.

Por lo que no puede proporcionarlos en función de los peligros que pudieran derivarse de su uso o utilización, de conformidad con el Artículo 12 de la ley de la materia, por lo que se ve imposibilitado técnica y jurídicamente para proporcionar la información solicitada al peticionario.

Recurso de revisión: la recurrente señaló estar inconforme con la negativa del acceso a sus datos personales, fundamentando y motivando su actuar a través de leyes secundarias y con argumentos fuera de lugar e inconsistentes.

Consideraciones del proyecto: del estudio realizado se determinó el único agravio invocado por la recurrente, como parcialmente fundado, en razón de que parte de la información  solicitada no es susceptible de proporcionarse al contener datos del procedimiento de evaluación que realiza el ente público al personal policiaco, por lo que deben ser protegidos aplicando el principio de confidencialidad.
Asimismo, se advirtió que existe documentación que no da a conocer el contenido de las evaluaciones ni el procedimiento de la evaluación, por lo que son susceptibles de entregarse al particular.

Sentido del proyecto: modificar la respuesta impugnada y ordenar se proporcione copia simple de los oficios emitidos por la Secretaría de Seguridad Pública en los cuales notifica la presentación del recurrente a sus evaluaciones, registro del servidor público y del acuse de recibo del oficio que señala el resultado de la evaluación protegiendo los datos personales de terceros.

Sería cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Este recurso de acceso a datos personales se lo ha reservado tanto la Comisionada, como el Comisionado; en el orden de reserva y alfabético, Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, tiene usted el uso de la palabra para plantearnos la reserva.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Gracias.

De acuerdo con el sentido del proyecto; sin embargo, se propone cambiar el estudio propuesto tal y como se describe enseguida.
De la revisión a la respuesta impugnada se desprende que el ente público hace mención a que toda la documentación derivada de los procesos de evaluación llevados a cabo por el Centro de Control de Confianza, es considerada y catalogada por las leyes aplicables en la materia como confidencial y reservada, porque su divulgación causaría daño a la efectividad de la aplicación del modelo nacional de evaluación y control de confianza, en razón de que la divulgación de estos documentos podría poner en riesgo la seguridad pública y la seguridad nacional.

De lo anterior, en primera instancia se puede afirmar que lo señalado por la Secretaría es correcto; sin embargo, no debe perderse de vista que la solicitud de acceso a datos personales formulada por el particular se refiere a la copia simple de su expediente y no así a documentos relacionados con los procesos de evaluación; es decir, a documentos donde el recurrente es titular.

Por ello, la sugerencia es incorporar en nuestro estudio que si bien el Artículo 56, segundo párrafo de la Ley General del Sistema de Seguridad Pública, es categórica en establecer que los resultados de los procesos de evaluación y los expedientes que se formen con los mismos, serán confidenciales.

El segundo párrafo del diverso 16 constitucional mandata que toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales al acceso, rectificación y cancelación de los mismos, así como a manifestar su oposición.

Por lo que se considera que el solicitante al ser el titular de los datos contenidos en el expediente de su interés, puede tener acceso y debe dársele el acceso a los resultados de las evaluaciones que le fueron practicadas.

Es importante comentar que hay antecedente donde este Pleno ha ordenado la entrega sobre procesos de selección de servidores públicos, me refiero al expediente de datos personales con número 762/2010 donde se modificó la respuesta a la Contraloría General y se le ordenó la entrega en copia certificada de los documentos que contuvieran datos personales del recurrente referentes a las calificaciones, resultados de sus evaluaciones que se desprendan del proceso de selección para verificaciones administrativos.
En ese entendido, es que se considera que en este caso, el asunto  referido sirve como referente y que debe de traerse como hecho notorio para considerar que es factible la entrega, sólo de los resultados de las pruebas que se mencionan en el proyecto, como resultado de las diligencias para mejor proveer y que consisten en la evaluación médica del entorno social y situación patrimonial, psicológica, visita domiciliaria y examen toxicológico del solicitante.

Lo anterior es así si se toma en cuenta que los artículos 1, 2 a excepciones III, VI, X y XI, así como 32 segundo párrafo de la Ley de Datos, establecen lo que debe entenderse como datos personales y que el derecho de acceso sólo puede ser ejercido por los interesados o su representante legal.

Además de los artículos citados, se desprende que los datos personales se refieren a cualquier tipo de información que haga a una persona física identificable, tales como el estado de salud, características físicas, morales o emocionales, vida afectiva, familiar, por lo que sería procedente la entrega de los resultados de las evaluaciones mencionadas, al estar estrechamente vinculadas con la vida e individualidad del solicitante, lo que  sin duda forma parte de sus datos personales.
En ese sentido debe de quedar claramente establecido en nuestra resolución, que no se pidió ni se está ordenando la entrega de ningún examen, cuestionario, formato ni documento que desproteja los protocolos o metodologías que utiliza el Centro de Control de Confianza, al ser éstos sus instrumentos de evaluación, por lo que la entrega de los resultados del ahora recurrente no pondría en riesgo la aplicación de futuros exámenes porque no se daría a conocer ningún tipo de reactivo.

Por lo expuesto, es que la propuesta es ordenar la entrega de los datos solicitados en los términos que he referido, adicionalmente no pasa desapercibido que el expediente solicitado se encuentra integrado por otro tipo de documentos, por lo que debe instruirse su entrega, previendo que en caso de que tenga información de terceros deba resguardarse.

Dichos documentos, a manera de ejemplo, son la cartilla de servicio militar, acta de nacimiento, currículo, RFC, comprobantes de domicilio y de luz, además de varias observaciones de forma que haré llegar a la Secretaría Técnica.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias.

La maestra Elsa Bibiana Peralta Hernández también ha reservado este recurso, le cedo el uso de la palabra para que nos lo pueda exponer.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Gracias.

Primero que nada quisiera destacar que se hicieron una serie de observaciones al proyecto antes de que pasara a Pleno y no fueron atendidas por el área, por lo que se hace en este momento un extrañamiento a quien le haya tocado elaborar el proyecto y a quien le haya tocado supervisarlo, para que en lo sucesivo atienda las observaciones que le hace el área de Datos Personales, que se considera es el experto en el tema.

En este sentido se toma nota al respecto y procedo dado que no se atendieron las observaciones que se hicieron, procedo a establecer en qué consistieron dichas observaciones para que quede como constancia.

En este caso, se hace una serie de observaciones en las que se establece que sí se está de acuerdo con el sentido del proyecto, pero en las páginas 29 y 30 se hacen una serie de transcripciones relacionadas con algunas consideraciones, que se considera que no son aplicables al caso concreto.
En las fojas 34 y 35 también se mencionan los principios de confiabilidad y seguridad, argumentando que el particular no puede tener acceso a lo solicitado al no tener el consentimiento de su titular, por lo que se considera que dicha argumentación no resulta aplicable, ya que quién interpuso la solicitud de acceso a datos personales es el titular y los artículos señalados únicamente aplican a terceros.

Por otra parte, en la página 36 del proyecto de resolución, se citan el Artículo  11 y 12, los cuales no resultan aplicables en el caso en particular, por las siguientes consideraciones:

El Artículo 11 de la Ley de Protección de Datos Personales del Distrito Federal es una excepción al principio de consentimiento, a la cual únicamente será aplicable a aquellos supuestos y categoría de datos que resulten necesarios para la prevención de un peligro real, para la seguridad pública o para la prevención o persecución de los delitos.

Es decir, el Artículo 11 se refiere a una de las excepciones para no requerir el consentimiento del titular al momento de dar, recabar a su titular y dar tratamiento a los datos personales por pate de terceros —así dice— no así para negar el derecho de acceso que pretende ejercer el titular.
Por otra parte, el Artículo 12 refiere la posibilidad que da la ley para negar los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición, siempre y cuando los sistemas de datos personales hayan sido creados con fines policiales para la prevención de conductas delictivas.

En este caso específico la información solicitada se encuentra en el Sistema de Datos Personales de la Secretaría de Seguridad Pública del D.F., denominado Sistema de Datos Personales para las Evaluaciones de Control de Confianza, cuya finalidad es la de regular la integración, tratamiento y tutela de los datos personales que proporcionan los evaluados, y no así, la de prevención de conductas delictivas con fines policiales; por lo que este Artículo no faculta al ente público para negar a su titular el acceso a los datos personales solicitados.

El argumento del proyecto de resolución para negar la información solicitada identificada con los números 3, 4, 5, 6, 7 y 8, consistentes en una evaluación médica, evaluación de entorno social y situación patrimonial, evaluación psicológica, visita domiciliaria, examen toxicológico y resultado, se basa únicamente en que los procedimientos de evaluación y los expedientes que se formen deberán de ser confidenciales, por lo que esta autoridad determina que no es posible proporcionar la documentación antes señalada.

Por lo que he dado que la Ley de Protección de Datos Personales no establece hipótesis alguna para negar el acceso al recurrente a sus datos personales, se sugiere que la argumentación para negar dichas documentales sea más amplia en el sentido de que, como ya se mencionó, en la opinión técnica emitida por la Dirección respectiva y a que se ha hecho alusión, el ente público señaló que se encontraba obligado a proteger la información cuya divulgación pueda causar daño a la efectividad de la aplicación del Modelo Nacional de Evaluación y Control de Confianza, por lo que no estaba en posibilidad de entregarla.
Finalmente, en el proyecto de resolución se indicó que los procesos de evaluación por ser confidenciales no debían entregarse; sin embargo, se ordena la entrega de las documentales identificadas con los numerales 1, 2 y 9, consistentes en los oficios emitidos por la Secretaría de Seguridad Pública del D.F. en los cuales notifica la presentación de recurrente a sus evaluaciones, registro del servidor público y del acuse de recibo del oficio que señala el resultado de la evaluación.

De considerar que se deben entregar estos tres oficios, se sugiere entregar también al particular diversos documentos que como ya mencionó el Comisionado, deberá evaluarse la procedencia la entregarse, como son cartilla de servicio militar, acta de nacimiento, currículo, registro, credencial de elector, licencia de conducir, acta de nacimiento, acta de matrimonio, comprobante de domicilio, comprobante de luz que se requieren para llevar a cabo la integración de este expediente. Todo esto debe estar resguardado debidamente respecto de datos personales de terceros en caso de contenerlos.

En caso de optar por proporcionar el acceso a este tipo de documentos se deberá analizar adicionalmente a la orden del proyecto de resolución.

Finalmente, de igual manera hay una serie de observaciones de forma que no fueron atendidas por el área y que nuevamente, insisto, se hace el extrañamiento al área que observaciones de forma ya no deben existir porque existen los filtros suficientes por parte del personal de estructura para llevar a cabo las rectificaciones que deben hacer.

Por lo que solicito, nuevamente, se lleve a cabo el extrañamiento al área para que se abstengan de seguir pasando observaciones de tipo formal.

Muchísimas gracias, buenas tardes.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias, maestra.

Comisionado David Mondragón Centeno, por favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Muchas gracias.

Yo me sumo al extrañamiento que hace la Comisionada Elsa Bibiana al Jurídico, al área, al Subdirector, Jefe de Departamento, quien haya recibido las observaciones y no haya hecho caso de ellas.

Yo creo que es muy oportuno y es muy necesario que en este momento, como siempre lo hemos hecho en el Instituto, pues veamos las áreas de oportunidad de los ajustes que tengamos qué hacer.

Hay un área especialista en este Instituto y no está de adorno, es la especialista en datos personales y el Jurídico debe de hacer caso de las observaciones que le haga Datos Personales de manera necesaria, no es opcional.

Ya obviamente una vez que se presente el recurso, los comisionados ya veremos y lo que es responsabilidad a Datos Personales está bien o está mal, pero entonces nosotros tenemos  a quién responsabilizar de lo que nos presente en materia de datos personales porque si no decimos, quién es responsable Datos Personales o el Jurídico.

Entonces, también eso puede dar lugar a disparidades de que a veces unos jefes de departamento, sobre todo, le hagan caso al de Datos y otros no le hagan y entonces vamos a tener disparidades de criterios.

Creo yo y propongo que sea un punto de acuerdo que así sea, que en materia de datos personales quién tenga la última palabra sea el área de Datos Personales y cuando venga un recurso aquí, cuales quiera que sea, sabemos que ese proyecto en último caso, podemos decir: a ver, área de Datos Personales qué pasó aquí o podemos estar sin pedirle cuentas, simplemente podemos ir revisando cuáles son las propuestas de Datos Personales, cuáles son los criterios de Datos Personales e irlos corrigiendo y que sea el área de Datos Personales también, que afortunadamente siempre está presente aquí en el Pleno, la Directora de Datos Personales que va tomando notas y entonces también va conformando los criterios junto con lo que este Pleno va resolviendo.
Creo que es una cuestión operativa, sencilla, simplemente de organización, de especialización para pues no tener ese tipo de problemáticas que luego se presentan, creo que no es lo que el Instituto debe de mostrar de su trabajo, creo que podemos hacer las cosas mejores.

Yo me sumo, insisto, a ese extrañamiento, hago esa propuesta, lo dejo a su consideración.

Y por otra parte, yo también quisiera pedirle al área de Datos Personales, agradeciendo también que siempre está presente, agradecemos su atención, pues que vayamos trabajando en criterios, que el hecho de que esté aquí, no le sirva solamente para conformar su criterio y que se quede a nivel de su formación, de su visión, sino que se quede en blanco y negro.

Particularmente  porque en este caso de los exámenes, ha habido varios casos, no solamente aquí, a nivel nacional, a nivel federal, en otros estados y hay veces que dada la heterogeneidad de los casos se presta a muchas interpretaciones y si hiciéramos una revisión de cómo resuelven los órganos garantes en todo el país sobre este tema de acceso a datos personales relacionados con exámenes y con evaluaciones, nos encontraríamos que muchas veces a casos muy, muy similares hay resoluciones muy distintas.

En este caso, creo que estamos resolviendo bien, de manera adecuada, simplemente hay que fortalecer el proyecto, pero estamos resolviendo bien porque no se trata de un examen cualquiera para ocupar algún cargo, sino se trata de que en el expediente están los reactivos que se utilizaron y de ahí se desprende, si bien no se describe la metodología ni los objetivos de cada uno de los reactivos, pues están los reactivos y obviamente sabemos que en temas de seguridad nacional, para los exámenes de control de confianza, pues es relevante que estos exámenes sean auténticos, sean objetivos y que tengan los mejores resultados de acuerdo a como están diseñados.

Sabemos que la delincuencia organizada puede buscar infiltrarse y una forma de poder infiltrarse es conocer a fondo cómo está la metodología y los reactivos y todos los componentes de los exámenes de confianza para prepararse adecuadamente y poder ingresar ahí.

Creo que es una responsabilidad de todos, de nosotros que protegemos los datos que debemos de proteger y que hacemos públicos, los que deben de ser públicos.

Creo que en ese sentido está muy adecuada el proyecto para modificar y la precisión en la orden y los argumentos que vierten tanto el Comisionado Sánchez Nava como la Comisionada Elsa Bibiana Peralta.

Eso, creo que sería, concluyo, muy bueno que se hiciera sobre este caso de acceso a datos personales relacionados con evaluaciones, ése sería el título, cuáles son los casos que hemos tocado y cuál es el criterio que se va conformando.

Es cuanto, gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, por favor.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Bien, nada más para aclarar, me sumo, me sumo a todo.

Nada más, estas observaciones que hacía el área de la Dirección de Datos Personales, como yo estoy proponiendo, se cambie el estudio, sí hay que cambiar el estudio.

No se pidió el tema de la metodología ni examen ni procedimiento ni reactivos, solamente los resultados, nosotros como autoridad tenemos que entregarle al titular, la entrega de los datos personales, que es la propuesta que estoy haciendo, está haciendo un servidor.

Esas propuestas que se mencionan al principio por parte de la Dirección ya no cabrían porque estamos cambiando el estudio, la segunda parte sí vendría, ésa sí de la cartilla, el acta de nacimiento, eso sí, eso sí se entregaría, exactamente, resguardando si hay datos de terceros, ahí sí no.

Entonces, ésa sería la propuesta y también, yo desde que entré aquí, hace más de tres años, hacía la propuesta exactamente que hace el Comisionado David Mondragón, ¿verdad? Tres años, cinco meses, dije más de tres años, de que el Jurídico debería intervenir, digamos, sí lo debe proyectar el Jurídico, pero Datos Personales y tiene que opinar, pues es el especialista en datos personales.

Aunque hay especialistas dentro del área de Jurídico que desarrollan los proyectos de datos personales, pero yo creo que sí deben de tomarse en cuenta las opiniones de la Dirección de Datos Personales y una solución, digamos, práctica, rápida, sería incorporar en los pre Plenos, cuando menos al Director y a los Subdirectores de Datos Personales para que opinen, ahí se debata y si haya que cambiarse y como dijo el Comisionado David, podremos no estar de acuerdo, podrá del pre Pleno salir una propuesta, pero finalmente los comisionados tenemos la última palabra.

Pero yo creo que sería muy conveniente que en los pre Plenos se incorpore la Dirección de Datos Personales y sus dos subdirectores o algún jefe de departamento, no sé, a manera de hacerlo más, más ágil.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado Alejandro Torres Rogelio, por favor.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias.

Dos cosas muy breves, solamente señalar que estoy de acuerdo con la propuesta que hizo el Comisionado Sánchez Nava en los términos que lo hizo, creo puntualiza muy bien respecto del análisis que debe hacerse del proyecto y el sentido, por supuesto.

Pero, y el segundo punto de mi comentario, va en cuanto a que cuando se estudió este caso en particular, creo que salta a la vista una necesidad para atender o para tener muy en cuenta cuando venga la Ley General de Protección de Datos Personales.

Porque como bien, incluso, lo manifestó aunque de manera muy breve pero sí lo señala el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, hace una referencia, por ejemplo, a la Ley de Seguridad Nacional, bueno, pero no hay una relación en cuanto a nuestra ley local de Protección de Datos Personales respecto de esas hipótesis que trae otro tipo de normatividad, como es la del caso de la de Seguridad Nacional.
Entonces, creo que la Ley General de Protección de Datos Personales, que en su momento habrá de expedir el Congreso de la Unión, en cumplimiento de la reforma constitucional, sí  tendría que valorar, precisamente, las hipótesis en las que no podría darse acceso a determinada información y, por supuesto, también delimitar qué sería accesible y qué no vía datos personales en estas materias que involucran la seguridad nacional y la seguridad pública.

Porque no puede haber un derecho absoluto, eso es algo ampliamente reconocido, aceptado, práctica, inclusive, no hay derechos absolutos en ningún sentido, ni para el acceso pero tampoco para la restricción en el acceso.

Y tratándose en materia de datos personales, creo que sí plantea un caso particular muy concreto de estudio que vale la pena, que en su momento, se pueda revisar y cuándo sí podría darse acceso y hasta qué punto.

Creo que en este caso la propuesta del Comisionado Sánchez Nava, resuelve muy bien el tema concreto, pero yo creo que sí hará falta que en su momento el legislador tome en cuenta estos casos particulares para que no haya duda respecto de hasta dónde una persona puede ejercer su derecho de acceso a la información o cualquier de los derechos ARCO, tratándose también de la materia de seguridad nacional, seguridad pública, procuración de justifica, combate al delito, en fin, todo ello que plantea la otra circunstancia que es la reserva de la información o el no acceso a la información.

Entonces, nada más lo planteo ahí como un tema que me surgió como inquietud en el análisis de este proyecto y que será parte del análisis seguramente en su momento que se haga, respecto de la futura Ley General de Protección de Datos Personales.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado David Mondragón Centeno, por favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, muy rápidamente, nada más respecto de la propuesta que la Dirección de Datos Personales esté en los pre Plenos, pues obviamente va a estar únicamente en la parte de recursos de acceso a datos personales para optimizar las horas hombre que tenemos del poco personal que está en Datos Personales.

Y lo otro es, que sí que esté presente cuando algún asesor quiera, tenga alguna duda y que esté presente también para escuchar las dudas de los asesores o del Jurídico ahí o las propuestas y que escuche obviamente con toda la apertura y con toda la buena fe para tratar de sacar lo óptimo, pero lo que sí me gustaría que quedara muy claro es que la responsabilidad última de lo que se plantea en el proyecto del recurso sea de Datos Personales.

Es decir, si escucha varias posiciones Datos Personales de los asesores, de los asistentes a los pre Plenos y las toma las que quiera y deja las que quiera, porque no puede decir: es que yo presenté eso porque Fulano me dijo, no, no, lo que ponga en el recurso, en el proyecto es lo que va a sostener como suyo, no porque otro se lo dijo.

Creo que es una delimitación muy sencilla y muy elemental, básica, fundamental de las responsabilidades.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- ¿Algún Comisionada o comisionados?

Creo que está suficientemente claro y discutido el tema, evidentemente necesitamos modificar el estudio porque además es un estudio que pues como ustedes lo observan y lo han dicho, pues parece un estudio de acceso a información pública y no es un estudio de acceso a información pública.

Hay que, con lo que decía la maestra, y la propuesta general del Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, modificar el asunto del estudio para hacerlo compatibles con acceso a datos personales y modificar el asunto de la orden, porque finalmente nosotros no ordenamos versiones públicas al asunto de documentos de acceso a datos personales.

Con estas modificaciones dichas, más lo que le pase, precisamente, yo diría que este recurso además lo pueda engrosar la Dirección de Jurídico para que con los elementos que le hagan llegar y con lo que se ha dicho, se pueda robustecer precisamente nuestra resolución y quede de manera armónica.
Simplemente pedirle al Secretario Técnico que con estas aclaraciones y esta discusión que se ha dado, pueda poner a consideración el Recurso 035, cuyo sentido sería modificar pero modificando evidentemente la orden, haciéndola armónica a acceso a datos personales y evidentemente modificando todo lo que tiene que ver con el estudio.

C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- Señora Comisionada, señores comisionados, aquellos que estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión con número de expediente RR.SDP.035/2015, por las consideraciones, en el sentido de modificar por las consideraciones y con los ajustes señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Seguimos con los recursos de revisión en materia de acceso a información pública, reservados por algún integrante o integranta de este Pleno, iniciamos con el SIP.0602 de la Asamblea Legislativa.

Director Jurídico, Pepe Rico, tiene usted el uso de la palabra para exponernos el proyecto.

C. JOSÉ RICO ESPINOSA.- Muchas gracias, señor Presidente, señora y señores comisionados, con su venia.

El expediente que se somete a su consideración es el identificado con la clave RR.SIP.0602/2015, el ente obligado es la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.

Solicitud: nueve requerimientos de información encaminados a conocer los recursos asignados a los grupos parlamentarios, comités, comisiones, diputados, así como las direcciones físicas de los módulos correspondientes a los diversos diputados y grupos parlamentarios de la Sexta Legislatura.

Respuesta: el ente obligado proporcionó diversa información al particular con la que dio respuesta a cada requerimiento.

Recurso de revisión: el particular se inconformó con la respuesta proporcionada en atención a ocho de los nueve requerimientos de información, al considerar que no se había dado respuesta a los mismos.

Aunado a lo anterior, se inconformó en virtud de que la respuesta emitida en atención a uno de los requerimientos, se encontraba incompleta.

Consideraciones del proyecto: del estudio realizado a las constancias que obran en autos, se pudo advertir que sólo uno de los agravios hechos valer por el recurrente fueron fundados debido a que el ente obligado omitió dar respuesta completa a uno de los nueve requerimientos; asimismo, los ocho agravios que fueron expuestos en el sentido de que no se había dado respuesta a ocho de los nueve requerimientos formulados, resultaron infundados, toda vez que el ente se pronunció puntual y categóricamente en relación a los mismos.

En tal virtud, el sentido del proyecto que se somete a su consideración es el de modificar la respuesta impugnada.

Sería cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Este recurso de revisión se lo ha reservado el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, a quien le cedo el uso de la palabra para que nos pueda exponer la misma.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias.

Estoy de acuerdo con el sentido de modificar, solamente que me permito hacer algunas propuesta de modificación respecto de lo que viene siendo el análisis, sobre todo, de los agravios y luego la parte de las órdenes.

Por ejemplo, para el caso del primer requerimiento, respecto de cuál es el presupuesto asignado a cada grupo parlamentario de la Sexta Legislatura de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal desde que comenzó dicha legislatura hasta 2015.

Ahí considero que podría considerarse parcialmente fundado y entonces sería entregar la información en la modalidad solicitada y no únicamente referir al vínculo electrónico, porque nada más le pasa el vínculo electrónico pero no le da la información; entonces, parcialmente fundado y que le dé la información en la modalidad solicitada.

Respecto del segundo requerimiento que dice: por favor, especificar presupuestos y de cada los módulos y cito textual: por favor especificar presupuestos y de cada los módulos de cada grupo parlamentario y diputado con direcciones físicas, calle, número o colonia, etcétera.
También considerarlo parcialmente fundado y en este caso es, pues entregar la información solicitada.

Respecto del requerimiento tercero que es, cito: presupuestos y número de todas las comisiones especiales, normales o cualquiera otra que exista de la Sexta Legislatura de  la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.

Ahí el solicitante, ahora recurrente, considera una respuesta incompleta, creo que hay que considerarla parcialmente fundada y señalar el número de comisiones, especiales, normales o cualquier otra que exista, que en realidad serían las ordinarias y las especiales que hay en la Asamblea Legislativa.

Respecto del requerimiento cuatro, recursos asignados por concepto de apoyo para asesorías o asesores de cada grupo parlamentario de la Sexta Legislatura de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.

Ahí considero que el agravio puede ser fundado y hago un paréntesis porque en los agravios el recurrente en muchos casos puso sin respuesta, sin respuesta o respuesta incompleta, así, claro que al nosotros aplicar la suplencia en la deficiencia de la queja, podemos señalar que, bueno, en realidad no se trata de una omisión como sería literalmente un sin respuesta, pues sería una omisión, pero no es el caso porque sí hay una respuesta, más bien es inconformidad con la respuesta.

Por ello es que considero que puede aplicarse la suplencia en la deficiencia de la queja y señalar que el agravio es, como lo estoy indicando, en algunos casos, parcialmente fundado o en éste que acabo de leer, que es el cuarto, que sería fundado y entonces realizar la búsqueda de la información y entregarla.

Luego, respecto del quinto requerimiento de información que se refiere a presupuestos y número de comités de la Sexta Legislatura de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.

También considerarlo parcialmente fundado y ordenar la entrega del número de los comités de la Sexta Legislatura de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.

Respecto del requerimiento número seis que dice: también la dieta de todos y cada uno de los diputados de la Sexta Legislatura de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.
Ahí considerar el agravio infundado puesto que sí le proporciona la dieta tanto en bruto como el descuento del I.S.R y finalmente la dieta en la cantidad neta. Entonces, ahí sí se proporcionó la información, por lo que, insisto, creo que el agravio es infundado.

Respecto del séptimo requerimiento que es cantidad asignada por seguro de retiro.
Ahí hacen una aclaración, la Asamblea le hace una precisión que es seguro de separación individualizado que equivale a un fondo de ahorro y además señala las cantidades, el 2 por ciento, 4 por ciento o 5 o el 10 por ciento, que es una decisión ya individual, cada uno de los legisladores determina ello. Entonces, sí hay una información que se está proporcionando por lo que considero que también el agravio, en este caso, sería infundado.

Respecto del octavo requerimiento de información que se  refiere a cantidad asignada por apoyo para actividades.

Ahí también le dan una serie de información que se refiere tanto al apoyo para la gestión legislativa como el apoyo de actividades legislativas de gestión y rendición de cuenta, por lo que también creo que al proporcionarle la información, el agravio también debe ser infundado.

Respecto del noveno requerimiento de información que se refiere a cantidad asignada por apoyo por pertenecer a un grupo parlamentario de todos y cada uno de los diputados de la Sexta Legislatura de la Asamblea Legislativa, desde que comenzó dicha legislatura hasta 2015.
Considero que el agravio debería ser fundado, el ente debería informar si se asigna o no alguna cantidad por apoyo por pertenecer a un grupo parlamentario de todos y cada uno de los diputados de la Sexta Legislatura de la Asamblea Legislativa, desde que comenzó la legislatura hasta 2015.

O sea, sabemos, hemos estado ahí en la Asamblea que finalmente no hay una asignación de recurso por pertenecer a un grupo parlamentario, pero es algo que lo tiene que decir el ente. Entonces, únicamente que le haga la aclaración correspondiente.

Para ello es que también creo que la solicitud debería ser turnada a diferentes unidades administrativas porque solamente la turnó a una, creo que también tendría posibilidad de atenderla otras unidades administrativas de la Asamblea Legislativa para darle atención a esta solicitud.

Entonces, solamente reitero, el sentido queda igual, modificar y únicamente, y resumo, como fundado los agravios 4 y 9, parcialmente fundados el 1, 2, 3 y 5 y como infundados 6, 7 y 8.

Sería esa mi propuesta.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Bien, Comisionados, Comisionada, ¿alguna observación a la reserva hecha por el Comisionado Alejandro Torres Rogelio?

Maestra, por favor.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Dado que sí son varios precisiones y luego también para revisar los proyectos cuando ya los pasan a firma, quisiera pedir a cada una de las ponencias, en particular ahorita a la que corresponde a la Secretaría del Comisionado Torres, que se hiciera llegar una nota, una nota con las precisiones al área Jurídica, sin perjuicio de lo que queda aquí grabado y asentado, para que sea más fácil poder revisar  porque luego hay muchos puntos muy específicos que se pasan por alto y que luego también el área Jurídica no toma en cuenta.

Entonces, nada más sería esa la petición, porque son muchos puntos muy claros.

Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- El Comisionado Alejandro Torres Rogelio.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Conste que no lo dije en el micrófono, así que no saben qué dije.

Sí, con todo gusto porque además justamente mis asesoras me ayudaron con la elaboración de un cuadro que pudiera ser mucho más fácil la comprensión de cada uno de los rubros de la solicitud de información, la respuesta que se impugna, bueno, que dio el ente y que fue impugnada, el agravio que le corresponde a cada una de ellas y las observaciones que un servidor hace al respecto.
Entonces, con todo gusto en este momento hago entrega de este cuadro que le puede ayudar muchísimo para el engrose de la Secretaría Técnica.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias.

Yo nada más, estando de acuerdo con la modificación que hace, creo que es muy pertinente el asunto de que sí oriente algunas unidades administrativas, ¿por qué? Porque se pide por ejemplo información, en el 4, por ejemplo, que el Comisionado dice que es fundado el agravio, que son recursos asignados por concepto de apoyo para asesorías, de asesores de cada grupo parlamentario de la…, y hay que ver que en la Ley General de Transparencia ya el asunto de los recursos asignados a los grupos parlamentarios, serán públicos a partir, ya son públicos a partir de la Ley General. 
Pero antes el gran problema que teníamos precisamente en términos de seguimiento de los recursos a los grupos parlamentarios es que sí se sabe los montos generales que asigna la Asamblea a los grupos parlamentarios, según se hayan conformado, se les da un monto, pero cuando entran, cuando entraban precisamente al tema de los grupos parlamentarios se perdía por la característica, precisamente, del grupo parlamentario.

Esta hibridez entre los partidos políticos y los grupos parlamentarios formados a partir de cada partido, de su especial cualidad jurídica y una vez que entraban ya no teníamos posibilidad de darle seguimiento al asunto, precisamente, del monto que le daban ni cómo se lo gastaban los grupos parlamentarios.

Entonces, haciendo esa consideración y en tanto todavía no tenemos la capacidad para poder, precisamente, conocer a detalle y en desglose el presupuesto que se asigna y cómo se lo gastan más bien los grupos parlamentarios, que se haga la búsqueda y se haga un pronunciamiento por grupo parlamentario de si tienen la información así o no.

Nada más con ese matiz porque si no traeríamos un problema de cumplimientos.

Comisionado Alejandro Torres Rogelio.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Totalmente de acuerdo con lo que está comentando, porque exactamente, en este caso la Oficina de Información Pública podrá precisamente turnar esta solicitud, por ejemplo, en el caso, bueno, directamente a los grupos parlamentarios que ellos a su vez en su organización interna, que además cada grupo parlamentario tiene su propia reglamentación interna, digamos, en algunos casos para también definir su forma de administrarse por los recursos que reciben y porque hay que recordar, bueno, evidentemente ellos pueden tener esta información pero también hay que recordar que la normatividad de la Asamblea, el Reglamento para el Gobierno Interior, si mal no recuerdo, establece la obligatoriedad para informar de ello a la Contraloría General de la propia Asamblea.

Entonces, hay diversas instancias adentro de la Asamblea que pueden ayudar, precisamente, a la atención de esta solicitud de información.

Entonces, estoy de acuerdo con lo que comenta el Comisionado Presidente, exacto, sí.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Digo, yo creo que la Ley General ya cuando hagamos la armonización nos va a ayudar mucho porque evidentemente los recursos a los grupos parlamentarios que siempre han sido un tema enigmático, por decirlo de manera elegante, en términos de acceso y de transparencia, pues los vamos a tener precisamente ya con información pública de oficio.

Entonces, lo cual me parece que sí es un paso importante, en tanto vayamos allá, cuando menos que oriente y que haga un rastreo y la información que se pronuncien como la tengan los grupos parlamentarios porque ahorita funcionan básicamente como islas, como grupos autónomos dentro de la propia Asamblea en términos de recursos.

Entonces, nada más para, ya el Comisionado va a entregar el cuadrito, estamos de acuerdo con el asunto que se oriente y que en los casos en donde tenga que ver, precisamente, con otras, precisamente con otras unidades administrativas que tengan que ver con grupos parlamentarios, como son el 4, el 9 y algunos otros, pues haya un pronunciamiento específico por parte del órgano.

Entonces, estando de acuerdo con el asunto, ya le pasó el cuadrito a la Secretaría Técnica para que no se pierdan en el asunto del engrose, pedirle a nuestro Secretario Técnico que pueda poner a consideración, precisamente este recurso.

C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- Señora Comisionada, señores comisionados, aquellos que estén de acuerdo que el sentido de la resolución de recurso de revisión con número de expediente RR.SIP.0602/2015 sea de modificar por las consideraciones y con los ajustes aquí señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Nada más una, me pregunta el Secretario Técnico si el engrose del recurso anterior, el 0602 de la Asamblea Legislativa lo engrosa Jurídico, según lo había dicho la Comisionada, era la propuesta de la Comisionada Elsa Bibiana que hubiera un engrose por parte de Jurídico, no, de la Asamblea.

Entonces, para que el engrose lo haga nuestra Dirección Jurídica.

Muy bien, pues pasamos al siguiente recurso de revisión, que es el 0612 de la Junta Local de Conciliación y Arbitraje del Distrito Federal.

Le dejo la voz a nuestro Director Jurídico Pepe Rico para que nos pueda exponer el proyecto.

C. JOSÉ RICO ESPINOSA.- Con su venia, señor Presidente, señora y señores comisionados.

El expediente que se somete a su consideración es el identificado con la clave RR.SIP.0612/2015. El ente obligado es la Junta Local de Conciliación y Arbitraje del Distrito Federal.

Solicitud: el particular solicitó 12 requerimientos relacionados con la administración general del boletín laboral publicado por el ente obligado.

Respuesta: el ente obligado atiende los requerimientos del particular.

Recurso de revisión: el recurrente manifiesta que no se le dio respuesta a los requerimientos 5, 7, 8, 9, 10, 11, 12 y 13.

Consideraciones del proyecto: se advierte que si bien es cierto que el ente obligado emitió un pronunciamiento categórico respecto de los requerimientos del particular, se puede apreciar que lo que el ente manifiesta no guarda congruencia con la petición de información, ya que manifiesta por un lado que sí se publica el boletín desde el año 2012 en formato PDF y por otro manifiesta que el lapso del año de 1999 al 2014 no se ha publicado en formato PDF contraviniendo con ello lo dispuesto en el Artículo 6° de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal de aplicación supletoria a la ley de la materia, en términos del numeral 7 de la ley natural.

En tal virtud, el sentido del proyecto que se somete a su consideración es el de modificar la respuesta impugnada.

Sería cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias, don Pepe Rico.

Este recurso de revisión se lo ha reservado la maestra Elsa Bibiana Peralta Hernández, a quien le cedo el uso de la palabra para que nos pueda exponer el término del mismo.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Gracias, maestro.

Quisiera hacer una precisión, éste está relacionado con el 0613 y el 0614 que se piden información relacionada con el boletín, de manera particular no traigo observación respecto de este proyecto, la observación viene en el siguiente punto relacionado con la, tiene que ver con la entrega en formato PDF del boletín.

Aquí quisiera precisar y si me permite abordar de una vez los dos puntos, aunque insisto, de manera categórica no traigo observaciones puntuales pero pudiera afectar algunos puntos en este proyecto.

¿Qué pasa en el siguiente relacionado? Una de las cosas que se piden es, se le proporcione, dice, en formato PDF todos los boletines laborales publicados por la Junta Local de Conciliación y Arbitraje del Distrito Federal de cada uno de los años del 2000 a marzo de 2015, y aparte solicita el acceso y demás.

Bueno, aquí se le da el link para que pueda acceder a todo aquello que electrónicamente ya está procesado, una de las cosas que se propone en el proyecto es que se modifique para el efecto, como se ha sostenido en otros plenos, para el efecto de que no nada más se señale el link sino también se le entregue la información.

Sucede que en este caso particular me parece que el criterio al respecto no aplicaría porque parte de lo que señala la Junta en no poderle entregar en formato PDF, es que adujo que había, eso implicaría procesamiento de información porque ya lo estaba haciendo de manera electrónica.

Entonces, nosotros aplicarle el criterio genérico sin tomar en cuenta las circunstancias en particular y la cantidad de información que ya se procesa por alguna razón de manera electrónica, implicaría no tomar en cuenta que nos está justificando por qué no pudo hacerlo en formato PDF porque es procesamiento.

Entonces, resulta que le estaríamos diciendo: “como no se la entregaste pues ahora procésala”

Creo que ahí es un caso que de manera particular no tendría por qué aplicar ese criterio. Entonces, esa es la observación que yo traigo respecto de este tema y por lo que se trata al boletín.

Muchas gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Y que implicaría para ambos, evidentemente, aunque son cosas distintas pero el tema de la información sí es cierto, pues es un tema electrónico, pues son los boletines, pero…

A ver, Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Nada más, digamos, como hay incongruencia entre los dos, yo veo bien el 0612 que tiene que explicar por qué no y el que hay que ajustar es el 0614 porque ahí sí estamos mandatando, el 0613 y 0614 en acumulados porque ahí sí estamos mandatando que lo entregue, sin embargo, estaremos mandatando el tema de procesamiento de información.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Y estaríamos de acuerdo en éste, tratándose de este caso, pues, de cómo tienen la información y que claro que hemos sabido que todo este asunto de los boletines que suben y que también hemos venido trabajando con ello por la cantidad de datos personales que traen ahí, son electrónicos, pero para estos casos, para estos casos solamente.

Entonces, adecuar precisamente el estudio y la parte de la orden en lo que tiene que ver con 0612, 0613 y su acumulado 0614, ¿sí? OK, perfecto.

Pedirle al Secretario Técnico que lo pueda poner a consideración.

No, en el mismo sentido, 0612, 0613 y su acumulado 0614 en un solo acto, en un solo acto los votamos, ¿no?

C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- Señora Comisionada, señores comisionados, aquellos que estén de acuerdo en que el sentido de la resolución de los recursos de revisión con número de expediente RR.SIP.0612/2015, RR.SIP.0613/2015 y su acumulado el 0614, también 2015, en el sentido de modificar, por las consideraciones y con los ajustes señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad. 

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Entonces, vamos al Recurso de Revisión 0671 de la Red de Transporte de Pasajeros del Distrito Federal. 

Le cedo el uso de la palabra al licenciado Rico para que nos pueda exponer el proyecto.

C. JOSÉ RICO ESPINOSA.- Muchas gracias, señor Presidente, con su venia señora, señores comisionados.

El expediente es el identificado con la clave RR.SIP.0671/2015. Ente obligado: Red de Transportes de Pasajeros del Distrito Federal.

Solicitud: requiero la declaración patrimonial del titular de su institución.

Respuesta: este organismo no genera, administra, maneja, archiva o custodia la información de competencia de otros entes obligados, para mayor referencia el Artículo 11 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, en consecuencia y de acuerdo al Artículo 47 de la citada ley, se le orienta y se le proporciona los datos del ente obligado encargado de recibir, concentrar, administrar, custodiar las declaraciones patrimoniales de los servidores públicos del Distrito Federal, toda vez que la solicitud no es información pública que genere la RTP, sino una obligación de funciones ante una autoridad.

Recurso de revisión: en contra de la respuesta suscrita por la Red de Transporte de Pasajeros del Distrito Federal no entiendo por qué tratan de ocultar una declaración patrimonial y para el caso de proteger los datos personales pues bien podrían entregarme una versión pública del documento, manifiesta el recurrente.

Consideraciones del proyecto: del estudio hecho a las constancias del expediente se advierte que el ente obligado no genera, administra, maneja, archiva o custodia la información de competencia y de otros entes obligados, ya que no es ante él quien se presenta en las declaraciones patrimoniales de los servidores públicos obligados de la Administración Pública del Distrito Federal, como es el caso de la RTP.

La declaración patrimonial se realiza de forma particular ante la Contraloría General del Distrito Federal, que es lo solicitado por la particular y por lo que se duele y los que deben atender los entes obligados al emitir actos relacionados con el ejercicio del derecho de acceso a la información pública de los particulares al orientar a la particular al ente obligado correspondiente.

Sin embargo, este órgano colegiado advierte que el ente obligado omitió canalizar la solicitud de información, de conformidad con el Artículo 47 de la Ley de la materia, en tal virtud el sentido del proyecto que se somete a su consideración es el de modificar la respuesta impugnada.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Este recurso de revisión se lo ha reservado el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, a quien le cedo el uso de la palabra para que nos pueda exponer la misma.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias.

Estoy de acuerdo con el sentido del proyecto de modificar, solamente quiero poner a su consideración que la argumentación en el proyecto pudiera fortalecerse el estudio que se hace, incorporando el análisis de lo que es la estructura del ente competente. En este caso la Contraloría General del Distrito Federal.

El proyecto trae una serie de argumentación respecto de la normatividad que aplica y todo ello y está muy bien, pero sí creo que haría falta incorporar lo que establece el Reglamento Interior de la Administración Pública del Distrito Federal, en el cual se advierte la competencia expresa de detentar la información de interés de la particular, de conformidad con el Artículo 7, la fracción XIV que señala que la Contraloría se conforma de diversas direcciones, entre las cuales, menciono, la fracción XIV que es en el inciso 2) la Dirección General de Asuntos Jurídicos y Responsabilidades que a su vez se integra, de acuerdo con el inciso 2.3) de esa fracción, por la Dirección de Situación Patrimonial.

Y luego, la Dirección de Situación Patrimonial, de acuerdo con lo que establece el Artículo 105-C, fracciones I, II y III del propio Reglamento que estoy citando, pues le corresponde, entre otras cosas, recibir las declaraciones de situación y modificación patrimonial de los servidores públicos de la Administración Pública del Distrito Federal en forma anual, por inicio o conclusión del cargo público que corresponda.

Y bueno, pues por lo tanto es quien posee la declaración patrimonial del titular del ente, en este caso de la Red de Transporte de Pasajeros del Distrito Federal.

Sería mi observación.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado David Mondragón, sí me pidió el uso de la palabra, ¿no? Sí me pidió el uso de la palabra, ¿verdad? Comisionado, ¿no? Sí me pidió el uso de la palabra, ¿no? Ya no, ya no.

Está bien, con ésa, reforzando precisamente el proyecto simplemente para que fortalezcamos el asunto de la orientación a quien tiene la declaración patrimonial del titular de la Red de Transporte de Pasajeros con esa modificación.

¿Siempre sí? Por favor, Comisionado.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Gracias.

Yo creo que es algo que debemos de tratar, estoy de acuerdo en este momento con el proyecto de resolución; sin embargo, creo que sí es algo que debemos de analizar y ver porque tiene varias posibles aristas, lo que estamos haciendo aquí es canalizar a la Contraloría General la solicitud de la declaración patrimonial del titular de un ente.

Entonces, eso significa que cualquier declaración patrimonial que se requiera ya no va a poder ser dirigida a los entes correspondientes, a los titulares correspondientes, sino todos a la Contraloría General, porque es lo que implica esto, estamos validando que sea la Contraloría General quien dé respuesta y no la Red de Transportes de Pasajeros del Distrito Federal, cuando la solicitud de información que se está pidiendo es la declaración patrimonial del titular de la Red de Transportes del Distrito Federal, de pasajeros del Distrito Federal, creo que es así.

Aquí no es el caso similar porque somos un órgano autónomo, y aquí evidentemente lo que se argumenta es cuando se nos pide la declaración patrimonial o versión pública, que ya la hemos dado en varias ocasiones, pues quien organiza la respuesta es la Contraloría, pero porque es el área encargada, igual que cuando se pide una solicitud sobre las solicitudes de información de todos los entes, pues quien response es el área de evaluación porque es el área encargada pero dentro del ente.

Yo creo que al final de cuenta quien genera esa información, pues es el titular de cada ente, es decir, son todos los servidores públicos de estructura, son los que generan la declaración patrimonial, la capturan y obtienen una copia, por lo tanto detentan la información y por lo tanto tienen que entregarla o no entregarla porque es su atribución.

O sea, ellos pueden decidir dar una versión pública y en términos de ley pueden decidir no darla, decir: “sabes qué, no la autorizo, son datos, involucra datos personales míos y en ese sentido no consiento con la entrega de esa información”.

Pero yo creo que el ciudadano no debe de andar yendo a la Contraloría sino que todos los servidores públicos de cada institución tienen esa información y tienen la obligación de entregarla, es algo que pongo en la mesa de discusión porque si no podemos encontrar muchos otros casos en donde digamos: “no, pues pídesela allá, pídesela allá” y en ver de facilitar y hacer eficiente el ejercicio del derecho, pues incluso obligamos a los ciudadanos a que sepan cómo está organizada la Administración Pública del Distrito Federal para que puedan ir ahí.

El punto es, ¿la generan? Sí la generan, ¿la detentan? Sí la detentan, la generan porque es una obligación con Contraloría de ley, pero entonces podríamos decir: “nosotros podríamos canalizar a Finanzas cuando nos piden algunos aspectos del presupuesto”, porque al decir: “bueno, sí lo generamos, lo capturamos, sí lo tenemos, lo imprimimos y lo tenemos en los archivos, pero sabes qué, es el cumplimiento de una obligación para la Secretaría de Finanzas, luego entonces pídeselo a la Secretaría de Finanzas”.

Creo que en esa misma lógica estaríamos abonando a direccionar de manera equivocada, porque yo insisto en que sí la genera y sí la tiene y entonces debe de decidir entregarla o no entregarla, nada más.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Me pidió la Comisionada, maestra Elsa Bibiana Peralta Hernández y después quien me haya pedido la palabra. Adelante, por favor, maestra.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Gracias.

Primero que nada debo destacar que pone un punto muy importante el Comisionado en la mesa. Sí es cierto, son tus datos, lo haces en cumplimiento de una obligación que te establece la ley y que es además algo que como servidor público todos tenemos que cumplir, entonces sí generas la información.

¿Qué pasa aquí? Lo que sucede es que de acuerdo con las facultades quienes detentan, inclusive lo que se ha registrado como sistemas de datos son las contralorías, la obligación de recabar esa información para los fines que señala la Ley de Responsabilidades y la demás normatividad aplicable al caso son las contralorías.

Por tanto, en razón de sus funciones son quienes deben generar la versión pública de ese documento y entregarlo, por una razón o por muchas pero dos principales. Una, si solamente quedara al arbitrio del servidor público yo creo que muchos no la darían.

Y segundo lugar, el hecho de que la entregue y se le canalice al órgano respectivo es porque éste aparte de ser el obligado por ley es el que custodia el sistema respectivo y es el que generaría de una manera imparcial el tema de la versión pública respecto de este documento.

Me parece que no es el caso de otros supuestos como el del presupuesto donde podríamos generar el que vaya para las dos dependencias, no nada más una, sino para quien tiene el presupuesto asignado y quien a su vez lo asigna. Ése sería otro caso.

Pero aquí creo que dejarlo al arbitrio nada más del servidor público creo que no sería factible, sobre todo por la facultad que tiene la Contraloría de custodiar el sistema respectivo, si el servidor público lo sacara nada más porque es su información, insisto, no, sí, me parece que en otro ámbito cultural tal vez sería lo ideal, creo yo.

Pero creo que no está dada en esas condiciones y por tanto quien detenta el sistema es quien debe generar por facultades y por protección de datos el documento respectivo. Por eso me parece que la orientación, por lo menos ahorita, debe ir en ese sentido, sin perjuicio de que pudiéramos ir analizando los temas y con el tiempo establecer un cambio cultural que no me parece, insisto, mala la idea del Comisionado Mondragón.

Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Primero, perdóneme Comisionado, primero.

Comisionado Alejandro Torres Rogelio, Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava.

Sí, es que le tocaría.

Adelante, Comisionado Luis Fernando.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Me quedo con la primera parte que comenta el Comisionado David de que al ciudadano no se le tiene que estar dando vueltas ni estar canalizando, orientando, etcétera, ahí me quedo en el tema de capacitación, por eso está aquí la Directora de Capacitación, digamos, a los entes, etcétera, para que cuando van a pedir declaraciones patrimoniales, pues ya directamente a las contralorías, ¿me explico?

Ahí me quedo porque, digamos, el ente no es el servidor público, por eso me quedo con la explicación correcta que hace la Comisionada Elsa Bibiana, la hizo muy adecuadamente, ahí es quien detenta la información, ¿me explico? No va a llegar la dependencia, oye, el titular te están pidiendo tu declaración entrégamela y va a decir: “y yo a ti al titular por qué si son datos personales" y no va a pasar por ti, tiene que pasar, es el ente quien detenta esa situación.

Pero me quedo por eso con la primera parte que dice David, el Comisionado David Mondragón a efectos de que, porque, digamos, no es información pública, así, es una declaración, la declaración patrimonial contiene datos confidenciales, datos personales, es lo que hace la diferencia, ¿sí me explico?

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado Alejandro Torres Rogelio, por favor.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- En primer lugar quiero manifestar que entiendo y comparto la preocupación del Comisionado David Mondragón respecto de facilitar el ejercicio del derecho de acceso a la información en estos casos y para la materia particular de las declaraciones patrimoniales, es una preocupación que él manifiesta de manera muy legítima y me sumo a ella.

Ahora bien, la particularidad de este caso tiene que ver con la naturaleza misma del ente, Red de Transporte de Pasajeros del Distrito Federal, que ellos por como está organizada la Administración Pública del Distrito Federal finalmente la Contraloría que aplica es la Contraloría General del Distrito Federal, que es además la que ha generado el sistema, precisamente para recibir las declaraciones patrimoniales de todos los servidores públicos, inclusive ahora de manera electrónica, que lo hacen y ahí agregan la información y en esto agradezco y también hago propia la exposición de la maestra Elsa Bibiana al respecto. Creo que no habría que abundar más en ello.

Y solamente apuntaría a un cosa más, en ese sistema que tiene la Contraloría implementado, recordemos que también hay un rubro en el cual se señala la voluntad, el consentimiento del servidor público para hacer pública o no su declaración patrimonial y en su caso, si el funcionario accede a que sea pública se entregará una versión pública de esta declaración patrimonial.

Entonces, creo que lo conveniente, lo adecuado, lo correcto en este caso es que la solicitud se canalice hacia la Contraloría General del Distrito Federal.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado David Mondragón, por favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, efectivamente, la persona no es el ente ni viceversa pero están obligados, estamos obligados todos los servidores públicos a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública y debemos de proporcionar la información.

Lo que podemos ver aquí en términos de operación va a ser lo siguiente. El ciudadano en su caso va a ser la solicitud a la Contraloría, la Contraloría va a tener que contactar al titular del ente para decirle: “oye, la quieres entregar o no la quieres entregar”. Lo digo por lo siguiente.

Porque para hacer la versión pública y tener el consentimiento del titular, necesita tener el consentimiento del titular para proponer ciertos datos y para hacer una versión pública adecuada puede consultar al titular de la declaración patrimonial para decirle: “mira, de esta declaración patrimonial qué quieres que aparezca y qué no quieres que aparezca”.

Entonces, al final de cuenta va a resultar una vuelta innecesaria porque cualquier servidor público de aquí y de toda la Administración Pública de todo el país puede ante una solicitud así decir: “mira, aquí la tengo” y decirle al de la OIP: “dile que no se la voy a dar o dile que le voy a dar una versión pública pero la versión pública que yo voy a dar es ésta porque así es Contraloría”, Contraloría nos contacta a nosotros para decirnos la versión pública que nosotros proponemos es ésta, tú estás de acuerdo o no estás de acuerdo y uno puede decir quítale o puede decir ponle, porque tenemos atribución de restringir el total.

Pero además ya por ley, ya por ley está estipulado, la Ley General establece, ya está vigente que las versiones públicas ya son obligatorias, anteriormente no era ni obligatoria una versión pública, ahora una versión pública es obligatoria.

Entonces, yo creo que si nos metemos en un asunto, porque nada más es un asunto de eficiencia, o sea, finalmente los servidores públicos, una, están obligados a entregar una versión pública. Dos, para hacer la versión pública tienen que determinar ellos qué información quieren presentar o no porque ahí están sus datos, son titulares y tienen que dar el consentimiento.

Entonces, darle la vuelta y cargar de trabajo a la Contraloría y cargar de trabajo al solicitante y alargar los tiempos en que esto se lleve a cabo, creo que no tiene sentido porque los servidores públicos generamos nuestra declaración patrimonial y la tenemos en nuestro escritorio ahí en el cajón, son de los expedientes más cercanos que tenemos todos como servidores públicos y la tenemos a la mano, pues, o sea, muy sencillamente podemos sacarle una fotocopia, testarla y entregarla.

Creo que eso es lo más operativo y creo que no atenta contra ninguna norma y yo insistiría en que ante las posibles interpretaciones que tengamos de los casos tenemos que ir por aquella que más beneficie al ejercicio del derecho, no se está atentando contra ninguna norma en ese sentido.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- La Comisionada, maestra Elsa Bibiana Peralta Hernández, por favor.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Gracias.

A ver, sí me permito estar en contra de esta idea porque, insisto, esto no es información pública, son datos personales que se vierten en cumplimiento a una obligación legal que como servidores públicos tenemos, de esa información hay cierta información que se puede hacer pública pero no pierde su carácter de confidencial, siguen siendo datos personales.

Bueno, esto lo recaba una autoridad para ciertas finalidades, es esa autoridad la que de acuerdo con las funciones debe proporcionarla, porque parte de lo que se proporciona en términos de transparencia siempre obedece a que el ente sea el facultado para ello, aquí en el caso de una solicitud vía transparencia, vía acceso a la información de datos personales no sería factible, no es factible que yo pida la declaración patrimonial directamente al servidor público de sus datos personales vía transparencia, no es el camino.

A quien se lo tengo que pedir vía acceso a la información es al ente respectivo; entonces, me parece que no es el camino, no está trazado de esa manera tampoco en la ley.

Entonces, no estamos violentando ningún derecho, al contrario, estamos preservado la vida privada del servidor público que tiene obligación de transparentar cierta información relacionada con el ejercicio de sus funciones por el hecho de ser servidor público y que se puede pedir vía acceso a la información pública y se les debe proteger esa información o esos datos personales porque esa no es información pública, se puede hacer pública determinada información pero no es información pública.

Entonces, bueno, no sé si fui clara, otra vez, o sea, y por eso es que aquí se debe canalizar al ente respectivo, que es el que tiene la obligación vía transparencia de proporcionarla, no el servidor público, porque entonces sería una vía que no tenemos en la ley para ese efecto.

Entonces, creo yo que aquí sería lo correcto, aparte, son las funciones de las contralorías y son las contralorías las encargadas de generar las versiones públicas, que aquí me gustaría hacer un punto que, bueno, insisto, el Comisionado Mondragón cuando pone el dedo en la llaga lo pone y salen muchos temas, y aquí saldría otro tema muy interesante.

Los entes tratan la forma de hacer las versiones públicas de diferente manera, por ejemplo, aquí se nos pregunta como servidores públicos qué quieres hacer público, pero hay otros entes, por ejemplo, y voy a hacer aquí un recuento histórico de algunos hechos, su servidora cuando ejerció el cargo de contralor jamás le preguntamos a los servidores públicos, al menos en el momento de una solicitud.

La pregunta se hacía conforme a un formato de consideración de datos que debían hacerse públicos de acuerdo a los principios que rigen en el tema de datos personales, se hacía un formato y ese formato ellos manifestaban desde, perdón, me voy a robar un minuto más, ellos manifestaban desde el momento de hacer su declaración patrimonial su consentimiento para hacer público ciertos datos de acuerdo a ese formato.

Más allá cuando llegaba una solicitud de información pública no se les volvía a preguntar, ya se entregaba lo que ellos sabían de antemano y dieron su consentimiento para entregar una versión pública, no está de más que alguien quiera decir: “yo quiero aparte hacer más públicos otros datos”. Bueno, puede ser que lo hagas porque es tu decisión, pero me parece que ahí deberíamos también generar un criterio por parte de nosotros para todos los entes de si realmente procede un formato único de declaraciones, de versiones públicas, perdón, de declaraciones patrimoniales a la que deberíamos sujetarnos todos los entes, tanto autónomos como órganos de gobierno.

Porque creo que aquí en este tema de las versiones públicas también cada quien mata moscas de manera distinta y eso es algo que deberíamos ocuparnos también de regular, o no nosotros o igual nosotros pero en coordinación con las contralorías, las contralorías es un tema que deberían de atender para poder uniformar este punto.

Muchas gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Creo que más o menos está discutido el tema, creo que es muy interesante el tema que, yo no he participado, yo no he participado y ahorita Alejandro Torres Rogelio.

Yo nada más sí me parece que el tema de la discusión sobre las declaraciones patrimoniales ha sido un tema muy debatido y muy debatido a partir de tres o cuatro hechos que han sucedido en el país recientemente. Uno de ellos tiene que ver precisamente con el tema de la Casa Blanca, creo que el tema de la Casa Blanca hizo que el titular del Ejecutivo Federal presentara una declaración patrimonial, para mi gusto extrema; es decir, porque hasta instrumentos financieros presentan la declaración patrimonial, que después esa declaración patrimonial, como todo mundo sabemos y es público, tuvo un problema de acercamientos, digamos, y de precisiones.

Entonces, creo y un poco lo que dice la maestra, el tema de las declaraciones es un tema importante en la discusión, precisamente, en el nuevo diseño, sobre todo que se está generando con acceso y con transparencia, y las declaraciones me parece que a partir de este hecho.

Y luego viene lo que presenta, por ejemplo, gobierno de la ciudad y el gobierno de la ciudad presenta declaraciones patrimoniales con diferentes acercamientos a cómo presenta cada funcionario sus declaraciones, en donde evidentemente ni al contralor ni a mí nos fue bien en términos de plantear públicamente una posición, porque como no estaba regulado y no un mecanismo para poder presentar versiones públicas que acerquen y que homogenicen el asunto, bueno, todo mundo decía: “es que unos presentan hasta el domicilio de sus propiedades y otros nada más dicen que tienen dos o el asunto de las cuentas bancarias”, si es dable o no dar los montos o las deudas o estas cosas, creo que hay un debate fuerte en términos, precisamente, de la versión pública y qué debería de contener esta versión pública.

Yo siempre he sostenido que no, las declaraciones patrimoniales son evidentemente mecanismos de control que deben de ser, y digamos, uno presenta una declaración patrimonial en funciones y además atendiendo una normatividad específica y además en un órgano específico a quien uno le cede los datos personales y por supuesto ésta tiene la facultad de tratarlos y es cierto, hay un asunto de consentimiento en términos de si queremos o no que se haga una versión pública en automático de estas declaraciones.

Pero quien finalmente detenta este asunto, pues son el órgano, como muy bien lo ha explicado la maestra, que tiene facultad, precisamente, para poder hacer esta recogida de datos y no solamente eso, los funcionarios públicos quienes estamos obligados a ceder una serie de datos de nuestro patrimonio en términos, precisamente, de la facultad que tienen de hacerlo.

Y creo que es cierto, el funcionario tiene esa información pero no es un tema que tenga que ser por parte del funcionario de manera particular, sino hay instituciones, reglas y una serie de cosas que a través de ellas se podría, precisamente, generar estos mecanismos de información.

Que es un poco el tema que traemos acá, que es válida la preocupación en términos de podemos o no generar un mecanismo de acceso directo, que me parece que es un tema cultural importante, sin duda alguna.

Pero creo que el tema está más bien en cómo poder normalizar el asunto, en cómo generar parámetros generales para que todo mundo presente versiones públicas de su patrimonio y que además en algún momento en la sociedad tengamos la posibilidad de darle seguimiento al asunto, digamos, del patrimonio, exactamente, un asunto de evolución patrimonial en funciones de los servidores, que eso permitiría finalmente tener un mecanismo mejor de control en el asunto.

Creo que tendríamos que tender hacía allá, pero esto pasa, precisamente, por tener instancias que regulen y controlen estos mecanismos de la información que los servidores públicos estamos obligados en nuestra función de otorgar a estas instituciones.

El Comisionado David Mondragón Centeno quería hacer uso de la palabra, se la cedo para que…

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, para recapitular un poco y puntualizar, la fracción I del Artículo 9 dice: “la presente ley tiene como objetivos proveer lo necesario para que toda persona pueda tener acceso a la información pública gubernamental mediante procedimientos sencillos, expeditos y gratuitos”.

Ese es uno de los puntos que yo traigo a colación para defender la propuesta que estoy haciendo. Ésa es la primera.

La segunda, la declaración patrimonial son datos personales, son datos personales sobre los cuales ejerce la titularidad, pues, la persona que tiene esa declaración patrimonial, no es un ente público, no hay ningún lugar de la ley donde dice: “el ente público es el titular de las personas”. No puede ser, es un absurdo, o sea, son datos de una persona física.

Luego entonces quien decide sobre esos datos es el titular de esos datos, después de ahí, después de ahí esta persona, este titular de los datos, estos servidores públicos detentan y generan esa información, que es otro punto, la generan en un sistema, la guardan en un archivo en muchos casos y la imprimen en PDF, la tienen. Después de ello los servidores públicos están obligados a tener la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Entonces, todos esos argumentos nos dan la necesidad de que cuando un ciudadano, un particular, una persona ejerza su derecho de acceso a la información, solicitar una declaración patrimonial de alguien, este alguien pueda decidir dársela o no dársela y decidir qué versión pública le quiere dar. Eso es lo mejor también, buscando el principio de máxima publicidad, si se restringiera un ente la atención a todas estas solicitudes tal vez lo que haría ese ente sería homologar las versiones públicas, pero tal vez, como decía la Comisionada Elsa Bibiana, hubiera algún servidor público que quisiera hacer más público, una versión pública más amplia, menos restringida.

Y entonces, si nosotros determinamos lo que se está pretendiendo determinar estamos poniendo ya una camisa de fuerza a que algún servidor público vaya más allá del cumplimiento de la ley y pueda decir: “yo pongo todo público excepto, bueno, ciertos datos por seguridad personal y de la familia”. Creo que ése es el único límite en mi opinión.

Y con todo ello creo que hay elementos y lo que yo no veo es que me citen algún argumento legal donde diga: “la Contraloría es la facultada para dar o no dar”, porque eso es lo que debe de dar como entidades públicas pues solamente lo que la ley establece explícitamente lo podemos llevar a cabo y la ley establece explícitamente argumentos a favor de la propuesta que estoy haciendo y no hubo ninguna parte de la ley donde se establezcan argumentos en contrario en el sentido de que sea la Contraloría la que responda eso.

Dónde están las atribuciones que digan, sé que la Contraloría tiene que ver con las declaraciones patrimoniales, sin duda, pero una cosa es que tenga injerencia en el asunto y otra cosa es que sea la autorizada para dar las versiones públicas, eso no existe.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, le cede el turno a la maestra.

Comisionado Alejandro Torres Rogelio, ni uno y otro.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Sí, porque yo quiero reiterar que capto muy bien, creo entender muy bien la preocupación del Comisionado, las preocupaciones de hecho, porque ahorita ya expuso más el Comisionado David Mondragón y está muy bien.

Pero creo que la explicación la ha dado o una respuesta muy atinada y muy certera la ha dado la Comisionada Elsa Bibiana.

Sin embargo, me permitiría yo agregar para un poco poder cubrir esta, ¿cómo podría llamarle? Demanda que hace el Comisionado David Mondragón para darle celeridad a la persona que está haciendo una solicitud de información y garantizar su derecho. Yo me permitiría un poco describir cómo es el caso particular de la declaración patrimonial y además el ejercicio de derecho de acceso a la información que lo implica.

Primero como servidores públicos hay que recordar, aunque suene a perogrullo pero hay que recordar que tenemos la obligación de presentar la declaración patrimonial. Lo hacemos ante la Contraloría correspondiente, ésa es la entidad pública a la que debemos entregarle la información, por supuesto que son nuestros datos, que nosotros aportamos nuestros datos y una vez que terminamos de hacer nuestra declaración patrimonial en tiempo y forma hacemos dos cosas muy importantes y con éstos estoy queriendo dar respuesta a las preocupaciones del Comisionado David Mondragón.

En primer lugar hay el campo en el que manifestamos nuestra voluntad o no para que sea pública esa información que acabamos de aportar.

Y segundo, una vez que hemos hecho o concluido la declaración patrimonial que hemos llenado todos los campos generamos un acuse el cual se imprime además y cada quien guarda, ¿en dónde se guarda? Y aquí es bien importante, en tu archivo personal, del servidor público, ese acuse de que yo presenté mi declaración patrimonial en tiempo y en forma no se la estoy dando a ninguna unidad administrativa, lo guardo en mi archivo para cualquier situación de aclaración que se pueda venir después, ahí tenerlo.

No tengo obligación y por lo tanto no lo hago, de dársela ni al área administrativa ni al área, en este caso para nosotros de la presidencia, por ejemplo, de mis compañeros comisionados. No, lo guardo en mi archivo, así es y así lo hacen los servidores públicos.

Muy bien, entonces por ello es que creo que en este caso particular no es dable que se ordene al RTP, en este caso como ente que entregue, porque ¿cuál es la unidad administrativa que va a tener el acuse de la declaración patrimonial que hizo el director o la directora? Ninguna.

En todo caso tendría que hacerlo directamente a la persona, pero la ley, que es lo que reclamaba o que exponía el Comisionado David Mondragón, señala que en el Artículo 4 que para los efectos de esta ley se entiende por y la fracción IX, información pública, es público todo archivo, registro y perdonen que me extienda tantito, nada más es rápido, es público todo archivo, registro o dato contenido y cualquier medio, documento o registro impreso, óptico, electrónico, magnético, físico que se encuentre en poder de los entes obligados, es el ente obligado.

Bien, entonces no es una solicitud que pueda dirigirse de manera personal o individual al funcionario tal, en este caso el Director o el titular de RTP.

Bien, cuál es el ente, OK, entonces, revisando la normatividad es precisamente que yo cité en mi primera intervención el Reglamento Interior de la Administración Pública del Distrito Federal, que es la Contraloría General, la cual tiene una Dirección General que señalaba que es la Dirección General de Asuntos Jurídicos y Responsabilidades que a su vez la integra la Dirección de Situación Patrimonial que en este mismo Reglamento, en el Artículo 105-C corresponde a la Dirección de Situación Patrimonial y cito la fracción I: “aplicar las normas y lineamientos que regulen el procedimiento de captación, registro, control, análisis y seguimiento de evolución de situación patrimonial de los servidores públicos de las dependencias, unidades administrativas, órganos político-administrativos, los órganos desconcentrados, que es el caso, y entidades de la Administración Pública”.

La fracción II es: “recibir las declaraciones de situación y modificación patrimonial que los servidores públicos deben presentar en términos de la normatividad aplicable en forma anual por inicio o conclusión del cargo público que responda”.

Finalmente cito la fracción III: “llevar el registro, control, análisis y evolución de situación patrimonial de los servidores públicos”.

Creo que ésta es la normatividad aplicable, las que estoy señalando, tanto de la Ley de Transparencia como la del Reglamento Interior de la Administración Pública del Distrito Federal a las que podría atender o por las que intento atender la preocupación que, insisto, es legítima del Comisionado David Mondragón y por lo cual creo que la Contraloría es la competente para responder esta solicitud.

Y finalmente, perdóneme, nada más concluye con esto, pero regresando al ejercicio de cómo hacemos nuestra declaración patrimonial una vez que hemos llenado todos los campos, y hemos ahí todos los servidores públicos definido si queremos que o no se haga pública esta declaración patrimonial.

En el caso de que el servidor público diga que sí, la Contraloría General ya no le tiene que preguntar al servidor público, ya lo preguntó, ahí está el consentimiento expreso, además en su declaración patrimonial lo que procede es ahora hacer la versión pública de esa declaración patrimonial conforme a lo que establece la Ley de Protección de Datos Personales, cuáles campos sí y cuáles campos no, es decir, ya no le tiene que preguntar la Contraloría y con ello ya no dilataría el ejercicio de acceso a la información, ya no tendría que preguntar al titular de RTP qué sí quiere que su declaración patrimonial que se haga pública o no, porque eso ya está regulado también por la ley para generar la versión pública, se genera la versión pública y se le entrega, así de sencillo.

Ahora bien, si no dio su consentimiento para que se hiciera pública su declaración patrimonial, ahí se acaba el asunto porque así se le responde al solicitante que la persona no dio su consentimiento, tan, tan y se justifica, bueno, se hace la fundamentación, la motivación correspondiente y se responde el caso.

Entonces, espero con ello de la manera más respetuosa haber atendido un poco las preocupaciones de nuestro compañero David Mondragón, pero sí creo finalmente que hay que evolucionar en este tema en la ciudad y en el país, efectivamente, lo de las declaraciones patrimoniales ya es un tema que no podemos ya darle vuelta para atrás, tenemos que ir hacia allá, no sé si un formato universal, no sé, lo que sea. Pero es algo que, hay un reclamo social muy justificado respecto de este tema y el cual ya.

Y creo que ya finalmente se están dando afortunadamente los pasos en ello también aquí en la Ciudad de México.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias.

La maestra Elsa Bibiana Peralta Hernández y comisionados que me han pedido la palabra.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- De igual manera me sumo a algunos de los comentarios, a los comentarios que hace el Comisionado Torres y que yo también pensaba abundar algunas cosas. 

Y quisiera traer a colación otro tema que inquieta al Comisionado, que dice que en qué parte de la ley dice que deben ser las contralorías. No, sí lo dice la Ley de Responsabilidad, la Ley de Responsabilidad, hay que recordar que esto se hace en cumplimiento a una obligación derivada de la Ley de Responsabilidades, en la Ley de Responsabilidades a todos los que somos servidores públicos nos obligan a presentar declaración patrimonial ante la Contraloría.

Entonces, las facultades o digamos la obligación del ente de, llámese Contraloría de recabar esto, es quien lo detenta, quien lo custodia, quien lo utiliza para todos los efectos que la misma ley señala, son las contralorías respectivas.

En el caso de nosotros sigue aplicando la Ley de Responsabilidades anterior, la de 1983 porque aún no tenemos una ley vigente para el Distrito Federal, ésta es la que sigue vigente.

De acuerdo con esta norma, de acuerdo con el Artículo 47 fracción XVIII ahí está la obligación de presentar declaración patrimonial ante los órganos de control o contralorías respectivas. Y ellas son las que detentan estos sistemas porque son las facultadas de acuerdo con la ley para revisar, para llevar a cabo el seguimiento patrimonial, para llevar a cabo las acciones derivadas de la presunción de enriquecimiento ilícito y de todo lo que resulte de recabar esta información que se constituye por sistema de datos.

Por tanto, también la ley establece que son sus obligaciones sancionar a los servidores públicos que hayan incurrido en cualquiera de las faltas que la misma ley señala, derivadas del cumplimiento o incumplimiento de la presentación de una declaración patrimonial.

Entonces, todas las obligaciones al respecto están establecidas en esta ley. Sería muy bueno y por eso traje a colación el tema de que nuestra Ley de Responsabilidades se base en una ley anterior, sería muy bueno retomar el tema de la Ley de Responsabilidades que ya en alguna ocasión se trabajó pero ahí quedó. Sería muy bueno que a la par que estamos innovando y que estamos reformando a cada rato nuestra Ley de Transparencia y nuestra Ley de Datos para actualizar una serie de circunstancias acordes a este esquema de rendición de cuentas y de protección del derecho de acceso a la información y de datos personales.

Sería muy bueno que también retomáramos, dado que estamos en el Sistema Nacional de Transparencia, que estamos creando un Sistema Nacional Anticorrupción y bla, bla; sería muy bueno que retomáramos el punto principal que es el de generar una Ley de Responsabilidades vigente, lo hemos dicho nosotros en diferentes foros.

En esa Ley de Responsabilidad vigente que cuando se creó ésta que estamos aplicando, no contemplaba supuestos como los que ahora estamos analizando, deberíamos retomar esta práctica para que inclusive, como bien dice el Comisionado, se volviera algo que el mismo servidor público quisiera transparentar, no sólo por estar incluido como obligación en la ley, sino porque quisiera hacerlo.

Me parece, y ahí coincido con él, que sería muy buena idea, tristemente, de acuerdo a como está la legislación ahorita no podemos hacerlo así y estamos obligados a dar la información respectiva por parte de quien es el órgano y en este caso de acuerdo con la Ley de Responsabilidades el órgano es la Contraloría respectiva y aquí para finalizar yo diría, ya se definió lo que es el sistema, lo que es información pública de acuerdo con nuestra ley y dice la misma Ley de Transparencia qué se entiende por sistemas de datos personales, y dice que es todo conjunto organizado de archivos, registros, ficheros, bases o bancos de datos personales de los entes obligados. Éste es un banco de datos personales que detenta de acuerdo como la Ley de Responsabilidades la Contraloría respectiva o las contralorías respectivas generalizando.

Por tanto, cuando se requiera en una solicitud de información una versión pública de una declaración patrimonial no nos queda la menor duda que corresponde hacerlo o canalizar u orientar hacia las contralorías. Ése es ahorita el esquema legal, que pudiera cambiar más adelante, pues yo creo que sería bueno.

Muchas gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Votemos una cuarta ronda, por favor.

C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- Señora Comisionada, señores comisionados, está a su consideración hacer una ampliación para una segunda ronda, cuarta, perdón, ronda.

Quien esté de acuerdo sírvase manifestarlo.

Se aprueba.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado David Mondragón, por favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Varias aclaraciones y ya la concusión por ser la cuarta ronda.

Me queda muy claro y creo que a todos desde siempre, que la Ley de Responsabilidades determina la obligación a los servidores públicos de presentar una declaración patrimonial ante la Contraloría, de eso no hay discusión. Y me queda muy claro que la Ley de Responsabilidades también trae muchos otros temas ahí.

Entonces, en ese sentido no creo que venga a colación traer eso. Lo que no veo en ningún lugar es que en términos de acceso a la información derivada de las declaraciones patrimoniales sea la Contraloría la que deba de dar respuesta, y eso es lo que yo quiero, dónde está el artículo, dónde está la fracción del artículo donde se diga que la Contraloría es la responsable de entregar la información cuando alguien la pide de declaraciones patrimoniales. Eso no existe en la ley y al no existir en la ley y como los entes públicos solamente pueden hacer lo que la ley les da, entonces eso no existe, no existe, que es lo que yo ando buscando y que ojalá lo encontrara.

Lo otro es, dicen, tanto el Comisionado Alejandro Torres como la Comisionada Elsa Bibiana que la información la detentan los entes, sí señores pero los entes, la información que detentan los entes es la información que detenta cada persona física, cada servidor público en lo individual, información obviamente que tiene que ver con el desempeño de sus funciones y la declaración patrimonial tiene que ver con el desempeño de sus funciones y con el cumplimiento de sus obligaciones legales; por lo tanto es información que detenta el ente, toda la información que todos nosotros tenemos que tienen que ver con el desempeño de nuestras funciones es información que a su vez detenta el ente porque nosotros somos parte, todos los archivos individuales de nosotros conforman el archivo y la información que tienen todos los entes.

Yo en ese sentido tampoco veo muy convincente que digan que eso lo tiene la persona, pues sí, pero la persona es un servidor público y lo tiene no porque se le ocurrió irse de vacaciones y sacó unas fotos, lo tiene porque es una obligación de ley tener la declaración patrimonial.

Y lo otro es, la Ley General ya obliga a la versión pública, por lo tanto ya no va a ser decisión del servidor público entregar o no la declaración patrimonial, entregarla completa sí es su decisión, si le pone no ya se da por obvio que no se va a entregar la declaración pública completa pero sí se va a tener que dar la versión pública.

Y en ese sentido si estamos obligados porque la Ley General ya está vigente de entregar una versión pública de nuestra declaración patrimonial, supongamos nada más el ejemplo en que se hace una solicitud de información simultánea a todos los sujetos obligados del Distrito Federal para pedirle quiero la declaración patrimonial, la versión pública de todos los servidores públicos de estructura, de todos, y todo eso se puede hacer en 10 minutos en INFOMEX a todos los sujetos obligados y entonces tendríamos a la Contraloría General batallando con 20 o 30 mil versiones públicas de todos los solicitantes y esto lleva a un obstáculo materialmente, que materialmente va a ser muy complicado que responda en los tiempos en que debe de acuerdo a la ley y ya tendríamos ahí una irregularidad, cuando si esto sucediera a cada sujeto obligado aún el extremo que se pidiera de todos los servidores públicos de estructura, eso no pasaría.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias.

Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, por favor.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Lo que pasa es que los entes de acuerdo a sus competencias y a sus atribuciones detentan la información que deben detentar y está delimitado en la Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos en el Artículo 79 que señala la Secretaría y habla de la Función Pública porque nosotros no tenemos esta ley. Llevará el registro y seguimiento de la evolución de situación patrimonial, ahí está la competencia y la facultad, depende.

Y aquí en el Distrito Federal es la Contraloría General y en los órganos autónomos las contralorías de ahí, ahí están las facultades. Hay un acuerdo publicado en el Diario, en la Gaceta Oficial del 15 de agosto del 2002, acuerdo por el que se determinan los servidores públicos de las dependencias, entidades, órganos político-administrativos y órganos desconcentrados de la Administración Pública, así como de la Junta Local, que deberán presentar declaración de situación patrimonial en adición a lo que señala la Ley Federal de Responsabilidades que ahí acota la responsabilidad y las atribuciones de cada dependencia.

Considerando. Que de conformidad con los artículos 79 y 91 de la Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos es atribución y ahí volvemos a señalar dónde está la atribución y porque dices por qué la Contraloría y por qué no las dependencias.

Es atribución de la Contraloría General del Distrito Federal llevar el registro, ahí está expreso, y seguimiento de la evolución patrimonial de los servidores públicos y para aclarar un poco el tema, tú dices: “bueno, es el que servidor público ya tiene una copia, digamos, de la declaración patrimonial”, pero es su acuse, es el acuse de la declaración que en ese momento lo puede romper, lo puede guardar en su escritorio o se lo puede llevar a su casa en el archivo de su casa. No es responsabilidad del servidor público detentarlo en la institución. 

Por eso la obligación y la facultad la tiene la Contraloría General y cuando alguien le haga una solicitud de declaraciones patrimoniales es la dependencia que tiene la atribución, no sé si esto pueda aclarar el tema pero es por eso que no es, digamos, ya cuando tiene el documento es su acuse de recibo el que presentó y pueda defenderse ante una instancia de que cumplió con los términos legales, pero ya es su papel, su documento que en ese momento es parte de la persona no es de la institución.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- ¿Comisionada, alguna otra intervención?

Supongo que habría dos propuestas, para una, precisamente para que hagamos, para que el ente entregue la información, exactamente, ambas serían modificar, iríamos por modificar, podemos hacer una primera votación por modificar.

Y segundo, ya nada más el tema de la orden, la orden como está y creo que también podemos el argumento, incorporar el argumento que daba, precisamente, la atribución que tiene la Contraloría para detentar el tema de las declaraciones patrimoniales que daba el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, que fue el tema de la reserva.

Y la otra, en términos precisamente de que el ente entregue la información.

Entonces, someto a su consideración primero el asunto de que todos fuéramos por modificar la primera votación, todo mundo por modificar, si están de acuerdo con el asunto sírvanse por favor manifestarlo.

El recurso se modifica en primera instancia y nada más modificamos para poner a su consideración dos posibles órdenes al ente.

Voy a empezar por la primera, que es básicamente como se nos presenta el recurso de modificar con la incorporación que hace, precisamente, el Comisionado Alejandro Torres Rogelio de robustecer el argumento de las atribuciones de la Contraloría para que pueda entregar la información, la declaración patrimonial de la servidora pública en comento.

Quien esté de acuerdo con esta orden, sírvanse por favor manifestarlo.

Y poner nada más a consideración el asunto de que la información la pueda entregar el ente en comento.

Quien esté de acuerdo con esta orden, sírvase por favor manifestarlo.

Muy bien, los términos de la resolución es cuatro votos a favor precisamente por modificar el asunto, incorporando esta cosa y uno para que el ente obligado en comento pueda entregar la información, con un ajuste que nos hace el Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, sólo solicitar que en el acta queden los argumentos que yo he expresado, que no nada más quede que al final, porque el proyecto viene con una argumentación y con fortalecer una posición y al final si nada se presentan las dos órdenes pues no queda claro los argumentos de por qué yo estaba.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Sí, ahora esa vía no la tenemos planteada en el asunto porque como la resolución se vota por mayoría damos el argumento de cómo se tendría que entregar, pero la vía sería el voto particular. Sí, con un voto, sí exactamente, los argumentos, así es. Con un voto particular este asunto para que podamos adjuntar los argumentos del Comisionado David Mondragón Centeno en el tema.

Muchas gracias.

Seguimos con el siguiente recurso de revisión, que es el 0687 y su acumulado 0742 del Partido Acción Nacional.

Le cedemos el uso de la voz a nuestro Director Jurídico para que nos pueda exponer el proyecto.

C. JOSÉ RICO ESPINOSA.- Con su venia, señor Presidente, señora, señores comisionados.

El expediente que se somete a su consideración es el identificado con la clave RR.SIP.0687/2015 y RR.SIP.0742/2015 acumulados. El ente obligado es el Partido Acción Nacional.

Solicitud: 1.- Currículum vitae del candidato o candidata a delegado en Gustavo A. Madero. 2.- Currículum vitae del candidato o candidata a diputado por el principio de mayoría relativa en Gustavo A. Madero. 3.- Currículum vitae del candidato a diputado o diputada por el principio de representación proporcional en Gustavo A. Madero.

Respuesta: en cumplimiento a lo señalado en los artículos 11, 51 y 54 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, se hace del conocimiento que el partido habilita un portal con los datos biográficos de todos los candidatos de Acción Nacional en el Distrito Federal, por lo que puede ingresar al portal y consultar la información de su interés en la siguiente liga y la menciona http://candidatos.pandf.org.mx/.

Recurso de revisión: primero, la recurrente se duele de que la Oficina de Información Pública no da respuesta a una solicitud de información sencilla, argumenta que los datos se encuentran en un portal de internet, aun cuando la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal es clara y en el Artículo 54 párrafo segundo dice: “sin perjuicio de lo anterior cuando la información se encuentre disponible en internet o en medios impresos la Oficina de Información deberá proporcionar al solicitante la información en la modalidad elegida”.

Consideraciones del proyecto: del estudio hecho a las constancias del expediente se advierte que el ente obligado no entregó la información como lo solicita la recurrente en medio electrónico gratuito, por lo que la obligación de dar acceso a la información se tiene por cumplida cuando a decisión del solicitante se entregue en la modalidad solicitada y se ponga a su disposición.

Sin embargo, en la medida de lo posible la información se entregará preferentemente en medios electrónicos, siendo éste último la exigida por la hoy recurrente, tomando en cuenta los artículos citados y arriba a la conclusión de que el ente público puso a disposición para consulta directa la información solicitada a la hoy recurrente y no como lo establece el Artículo 54 párrafo segundo.

Lo cierto es que no la asesoró sobre dicho servicio con lo cual incumplió con el Artículo 57 de la Ley en referencia, motivo por el cual el ente obligado le transgredió su derecho de acceso a la información ejercido a través de la solicitud que dio origen al presente medio de impugnación consagrado en el Artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos imponiéndole un cambio de modalidad.

En tal virtud, el sentido del proyecto que se somete a su consideración es el de modificar el recurso para que el ente obligado entregue la información en la modalidad solicitada.

Sería cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Este recurso se lo ha reservado el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, a quien le cedo el uso de la palabra para que nos pueda exponer la misma.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Gracias.

De acuerdo con el sentido del proyecto; sin embargo, se propone la incorporación de los siguientes ajustes. La resolución propone la entrega de los currículos solicitados de los candidatos, no obstante se pasa por alto el análisis de la naturaleza de la información requerida.

Esto es así si se considera que tal y como lo expone el ente obligado al rendir su informe de ley, de los requisitos para ser diputado y del registro de candidatos ante la autoridad electoral previstos en los artículos 37 del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal y 299 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Distrito Federal, no señala que el aspirante deba cubrir cierta experiencia y entregar en su registro un currículum vitae o documento que demuestre cierta experiencia para el puesto a que se postula, determinaciones que robustecen la imposibilidad de que el ente pueda proporcionar la información solicitada.

Por ello la propuesta es incorporar las precisiones mencionadas ordenándole al ente que le proporcione al solicitante los datos biográficos de los candidatos que refirió tener en su portal al momento de emitir respuesta. En caso de no contar con ellos deberá hacer las aclaraciones a que haya lugar.

Esta precisión se realiza debido a que la información se publicó de manera potestativa por parte de los candidatos, ya que la legislación actual en materia electoral no prevé la obligación para que se entregue en los currículos de los candidatos, sino que recordemos que algunos partidos subieron algunos datos de manera voluntaria y los candidatos podían publicarla o no.

Finalmente se sugiere incorporar como segundo punto de la orden que el ente le informe al recurrente las razones por las cuales no está obligado a tener los currículos requeridos, tal y como lo hizo al rendir su informe de ley, ya que como sabemos éste no es el cauce para que los entes mejoren o adicionen sus respuestas.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- No, todavía no, todavía no, sí y además sí fue potestativo, creo que es pertinente el tema, exactamente, lo único que le estamos ordenando en términos llanos es que le dé lo que haya publicado en el portal, que además vinieron a presentar aquí, que simplemente se los dé en términos de la modalidad elegida.

Con ésas y con las dos observaciones que hace precisamente para que se precise el tema de la orden poderlo poner a su consideración.

Le pido a nuestro Secretario Técnico que ponga a consideración con las observaciones hechas por el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, el 0687 y su acumulado 0742 del Partido Acción Nacional.

C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- Señora Comisionada, señores comisionados, aquellos que estén de acuerdo que el sentido de la resolución del Recurso de Revisión con número de expediente RR.SIP.0687 y su acumulado el 0742/2015, ambos en el sentido de modificar y con las consideraciones y ajustes señalados, sírvanse manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias.

Vamos al siguiente recurso de revisión, que es el 0698 del Instituto de Verificación Administrativa del Distrito Federal.

Le pido a nuestro Director Jurídico que nos pueda exponer el proyecto.

C. JOSÉ RICO ESPINOSA.- Con su venia señor Presidente, señora y señores comisionados.

El expediente es el identificado con la clave RR.SIP.0698/2015. El ente obligado es el Instituto de Verificación Administrativa del Distrito Federal.

Solicitud: el particular solicitó copia de videofilmación con sonido de la visita de verificación que se encuentra dentro del expediente INVEADF/OB/DUYUS/2533/2014.

Respuesta: el ente obligado manifestó que no es posible remitir la información solicitada en virtud del procedimiento de actuación para la realización de visitas de verificación y su filmación publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal en fecha 29 de septiembre de 2010 en el que en su Artículo 17° menciona que el ente dispondrá de un archivo fílmico de la actividad verificadora, el cual tendrá el carácter de confidencial y sólo podrá ser requerido por las autoridades competentes, las cuales deberán fundar y motivar su petición.

Recurso de revisión: el recurrente se inconformó porque no se le entregó la información de su interés.

Consideraciones del proyecto: del análisis hecho a las documentales entregadas por el ente en respuesta a la solicitud se determinó que la actuación del ente obligado fue la adecuada, toda vez que emitió un pronunciamiento respecto de su imposibilidad para entregar la información del interés del particular debido a que los archivos de videofilmación guardan el carácter de confidenciales, tal y como lo dispone el procedimiento de actuación para la realización de visitas de verificación y su filmación, con lo que se atendió el requerimiento.

En consecuencia, el ente obligado fue congruente y exhaustivo, tal y como lo ordena el Artículo 6° fracción X de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, legislación de aplicación supletoria a la ley en cita.

En tal virtud, el sentido del proyecto que se somete a su consideración es el de confirmar la respuesta impugnada.

Sería cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Este recurso de revisión se lo ha reservado el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, a quien le cedo el uso de la palabra para que nos pueda exponer la misma.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias.

Muy breve, estoy de acuerdo con el sentido del proyecto, nada más que quiero proponer que se agregue en el resultando segundo el análisis para desestimar la solicitud que hace el ente del sobreseimiento del recurso de revisión por fracción V del Artículo 84 de la ley de la materia que no se hace ese estudio, entonces sí necesita señalarse por qué no procede el sobreseimiento que está solicitando el ente en ese considerando segundo.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Con esa modificación de desestimar el argumento del sobreseimiento se pone a su consideración.

Le pido a nuestro Secretario Técnico que el 0698 del Instituto de Verificación con el mismo sentido y nada más formalizando el argumento del sobreseimiento a que hace alusión el propio ente se pueda someter a la consideración del Pleno.

C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- Señora Comisionada, señores comisionados, aquellos que estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión con número de expediente RR.SIP.0698/2015 del Instituto de Verificación Administrativa del Distrito Federal en el sentido de confirmar, con las consideraciones y los ajustes señalados.

Quien esté de acuerdo sírvanse manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Hemos terminado los recursos de revisión reservados en el Pleno y vamos precisamente a votar los recursos de revisión en materia de acceso a información que no han tenido ningún tipo de comentario.

Y le pediría que nuestro Secretario Técnico que los pudiera poner a consideración de este Pleno para que nosotros pudiéramos validar el sentido de solicitudes de información que no han sido atendidas, según los recurrentes.

C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- Gracias, señor Presidente.

Los siguientes recursos de revisión, todos ellos sobre información pública, con el sentido de revocar son y todos del 2015, ah, no, hay uno del 2014, es cierto, muy bien, bueno entonces los voy a dar en forma particular estos primeros.

El Recurso 0610/2015 de la Delegación Cuajimalpa de Morelos y el Recurso 0618/2015 de la Delegación Cuauhtémoc, en el sentido de revocar.

Quien esté de acuerdo sírvase manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

El Recurso 0740/2014 del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal en el sentido de revocar.

Quien esté de acuerdo sírvase manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad. 

Los siguientes recursos también todos del 2015 en el sentido de modificar, son: el 0542 de la Delegación Cuauhtémoc; el 0599 de la Delegación Azcapotzalco; el 0609 de la Autoridad del Espacio Público del Distrito Federal; el 0611 de la Junta Local de Conciliación y Arbitraje del Distrito Federal; el 0619 de la Delegación Benito Juárez; el 0626 de la Secretaría de Finanzas; el 0651 de la Delegación Venustiano Carranza; el 0690 de la Secretaría de Movilidad; el 0695 del Fondo Ambiental Público del Distrito Federal; el 0714 de la Secretaría del Medio Ambiente; el 0719 de la Delegación Venustiano Carranza y el 0734 de la Delegación Iztapalapa.

Quien esté de acuerdo sírvase manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad. 

Es del 2015, hay una corrección en el 0740/2014 del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos, hay un error en la impresión, pero sí es del 2015.

Bien, los siguientes recursos, todos del año 2015 y en el sentido de confirmar, son los siguientes: el 0615 de la Policía Auxiliar del Distrito Federal; el 0625 de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal; el 0700 de la Delegación Iztapalapa; el 0705 de la Secretaría de Gobierno; el 0720 de la Oficialía Mayor del Gobierno del Distrito Federal; el 0723 de la Delegación Venustiano Carranza.

Quien esté de acuerdo sírvanse manifestarlo. 

Se aprueba por unanimidad. 

El Recurso 0712 también del año 2015 del Instituto de la Juventud del Distrito Federal en el sentido de sobreseer por entrega de información.

Quien esté de acuerdo sírvanse manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad. 

El 0637/2015 de la Autoridad del Espacio Público del Distrito Federal y el 0692 también del 2015 del Partido del Trabajo en el Distrito Federal en el sentido de sobreseer por quedar sin materia.

Quien esté de acuerdo sírvase manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad. 

Es todo, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias, le agradecemos la presencia al licenciado José Rico Espinosa por su trabajo esta tarde en este Pleno, muchísimas gracias.

Y el último punto del Orden del Día son los Asuntos Generales, no hemos inscrito ningún asunto general, por lo que al no haber otro asunto qué tratar y siendo las 15 horas con 02 minutos del 05 de agosto del 2015 se da por terminada la Vigésima Séptima Sesión Ordinaria del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, agradeciendo a todos, por supuesto, su presencia y su trabajo y nos vemos la próxima sesión.

Muchísimas gracias, buenas tardes.
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